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Introducción

El delito contra el Medio Ambiente
 y los Recursos Naturales
 es el tipo
, la norma jurídico-penal
  que permite a la humanidad, y en nuestro caso, a los nicaragüenses: la prevención, protección, conservación, mejoramiento y restauración del medio ambiente y los recursos naturales ─ renovables
 y no renovables
─ que lo integran, asegurando su uso racional y sostenible. Constituyendo de esta manera una de las garantías de prevención, regulación y control de cualquiera de las causas o actividades que originen el deterioro del medio ambiente y la contaminación de los ecosistemas, sin perjuicio de acciones y sanciones en materia administrativa y civil.
Podemos decir a ciencia cierta, que el Medio Ambiente y los Recursos Naturales son el  patrimonio común, no sólo de nuestra nación, sino de la humanidad, constituyendo, por lo tanto, la base para el desarrollo sostenible
 del planeta y por ende de Nicaragua. En este sentido se hace cada vez más valedero el pensamiento filosófico de JOSÉ ORTEGA GASSET
, cuando nos dice ”Yo soy mi circunstancia, y si no la salvo a ella no me salvo yo”. Pues, él sabiamente insiste en lo que está en torno al ser humano, todo lo que le rodea, no sólo lo inmediato, sino lo remoto; no sólo lo físico, sino lo histórico, lo espiritual.
Ese entorno, del que nos hace alusión ORTEGA Y GASSET, producto de una explotación irracional por parte de los países desarrollados ─en su momento colonizadores y expancionistas─, através de las multinacionales aunadas a los malos gobiernos, al crimen común y  organizado, ha sido deteriorado y puesto en grave peligro: afectando seriamente nuestras cuencas hidrográficas, ciclos hidrológicos, mantos acuíferos, recursos biológicos y la diversidad biológica silvestre de flora y fauna,  yacimientos minerales y nuestros bosques, entre otros recursos no menos determinantes para nuestra sobrevivencia.
Se trata, pues, en primer lugar, de conocer, analizar y de ser posible recomendar en el marco de la presente investigación jurídica, las normas de nuestro ordenamiento jurídico, en especial las jurídico-penales que prevén, prohíben y sancionan los delito contra el Medio Ambiente y los Recursos Naturales; y en un segundo lugar, como complemento necesario para una mejor comprensión, el estudio y análisis de las relaciones del Derecho ambiental con otras ramas del Derecho en lo referente a la aplicación de medidas y sanciones de carácter administrativo,  de responsabilidad civil y como un último recurso en base al principio de intervención mínima o subsidiariedad
, la aplicación de penas jurídico-penales.
En conclusión, nuestra investigación tiene como objetivo hacer comprensible el “deber ser”
 de la norma jurídico-penal que regula el uso necesario de los recursos naturales, en el entendido ─ parafraseando a CARLOS MARX
─ que “producir es la actividad esencial de los humanos, y producir significa transformar la Naturaleza”… Es pues, en este contexto y de conformidad con nuestra legislación, específicamente la referida al Derecho penal objetivo vigente, en que, hemos desarrollado nuestro trabajo de fin de curso del Postgrado en Derecho Penal: “El delito contra el Medio Ambiente y los Recursos Naturales”, en tres capítulos, a saber: 
En el primero, referido a las Generalidades, abordamos: la evolución del concepto de medio ambiente, evolución del concepto de los recursos naturales; nociones y antecedentes del Derecho ambienta; Derecho Ambiental en el  Derecho moderno y contemporáneo; Evolución del concepto de Derecho de Recursos Naturales; Derecho ambiental y Derecho de los recursos naturales en Nicaragua; Derecho ecológico. Las teorías referidas a la teoría Jurídica del medio ambiente y los recursos naturales y al bien jurídico tutelados respectivamente, para finalizar con las relaciones del Derecho ambiental con otras ramas del Derecho ─constitucional, administrativo, civil, agrario, laboral y penal─ y Derecho comparado centroamericano.

El segundo capitulo está dedicado a los efectos jurídicos del Derecho ambiental y del Derecho de los recursos naturales, así mismo abordamos temas referidos a la competencia, acciones y sanciones en materia administrativas, contencioso administrativo, acción y sanción en la vía Civil, acción y penalización en la vía penal. 
En el tercer capítulo analizamos y describimos en su caso, la  naturaleza penal  del delito contra el medio Ambiente y los recursos naturales desglosado en los acápites: Código Penal derogado ─Decreto Nº 297 de 01 de abril de 1974─; Ley 559 Ley Especial de Delitos contra el Medio Ambiente; Nueva Legislación Penal Ambiental y de los Recursos Naturales para finalizar nuestro trabajo con las conclusiones y recomendaciones.
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CAPÍTULO I
GENERALIDADES

1.1-   CONCEPTOS DE MEDIO AMBIENTE Y  RECURSOS NATURALES

1.1.1- Concepto de Medio Ambiente.
Para nadie es un secreto que la industrialización representó para la humanidad un gran avance hacia la modernidad, sin embargo a su vez originó catástrofes a las especies vivientes y medioambientales. Entre otras cosas, por el uso indiscriminado de combustibles fósiles  ─petroleo, carbón y gas─, así como por accidentes nucleares, contaminación de los mares y del aire que respiramos, modificando de esta manera al medio, la biodiversidad, el clima del planeta, etc. Todo ello a la vista y paciencia de los gobernantes, llevando a la destrucción a gran parte de las condiciones de vida de la tierra.

Haciendo un pequeño recuento
 de estos daños, tenemos que “la primera intoxicación humana ─de la que se tiene noticias─ por contaminación industrial se detectó en 1956 en Minamata ─Japón─, donde 117 personas murieron envenenadas por el mercurio vertido por una fábrica en las aguas de la zona.  En 1976, una nube de dioxinas
 en Seveso ─Italia─, obligó a evacuar a 736 personas. En 1984 ocurrió el mayor desastre industrial de la historia: la fuga de gas de una fabrica de Bhopal ─India─ causó 7, 000 muertes y 350, 000 afectados. En Vietnam, 25 años después de la guerra, aún sufren los efectos del armamento químico: tumores y taras
 congénitas”. Son, pues, innumerables los accidentes por fallas técnicas y humanas, que como las mencionadas y la ocurrida de Chernobyl ─Ucrania─ han deteriorado el Medio Ambiente y los Recursos Naturales de nuestro planeta.

Este desequilibrio entre, naturaleza y humanidad, en los países desarrollados fue exportado a las naciones ─colonizadas e “independientes” más tarde─ en vías de desarrollo y subdesarrolladas, como nuestra patria, al asignárseles el rol de suministradores de materia primaria
, en un inicio y secundaria después con consecuencias peores para nuestros empobrecidas naciones  que como Nicaragua fueron sometidas al saqueo indiscriminado de nuestros recursos naturales, sin ningún tipo de norma de control ambiental ni mucho menos jurídico-penales que exigiesen la restitución o a la compensación total del daño ambiental producido.

Según el historiador nicaragüense José Dolores Gámez, “para 1787, gran parte del área de donde los británicos extraían la caoba en la República de Belice estaba desforestada, mientras la demanda internacional de este tipo de madera aumentaba, por lo que, hacia fines de 1830, el rey mosquito Roberto Charles Frederick concedió vastas extensiones del territorio de la mosquitia. Las concepciones incluían todo el territorio entre el río Patuca en Honduras, y el río San Juan en Nicaragua. En 1844 el rey mosco George Augustus Frederick, por orientaciones de Patrick Walker cónsul general británico ante los miskitos ordenó, en función de los intereses británicos, la protección de los recursos naturales a través de la regulación de la extracción de caoba, y restricciones a la recolección de huevos de tortuga”
.

En 1921 inició operaciones, en lo que es actualmente Puerto Cabezas, la Bilwi Timber and Banana Company, conocida luego como Bragman`s Bluff Lumber Co., subsidiaria de la Standard Fruit Company. Obteniendo una concesión de 50 mil acres
 para dedicarse a la extracción de madera de pino en gran escala, produciendo diariamente 55 mil pies tablares de madera, o sea, más de 18 kilómetros de tablas de madera por día. Por su parte La Cuyamel Fruit Company, subsidiaria de la United Fruit Company, cultivaba banano en casi 200 mil acres en las áreas de los ríos Grande y Escondido, exportando 210 mil racimos de bananos mensuales, o sea, 2 millones 520 mil al año, controlando el 50 % de la producción total de banano.

“En Nicaragua en el año 1950 existían 7 millones de cobertura vegetal; la cual se  redujo a 5.5 millones en el año 2001. A pesar de la reducción de la masa boscosa, nuestro país posee un gran potencial forestal, puesto que de las 12 millones de hectáreas que posee el territorio nacional, 8.8 millones de hectáreas ─73% del territorio nacional─ poseen gran actividades forestales. Sin embargo se pierden entre 70-80 mil anuales de bosques, debido al crecimiento de la frontera agrícola, la tala comercial, incendios forestales, ataques de plagas y enfermedades que merman el recurso, y una demanda mundial que ha aumentado, en un 30% desde 1970”
.

“La nación nicaragüense, también, posee abundantes recursos de agua superficial. Sin embargo, estos recursos son altamente estacionales y su distribución es desigual. La mayor parte del volumen del agua superficial un 93% le corresponde a la vertiente Caribe y solamente un 7% a la vertiente del Pacífico. Pero esta “vulnerabilidad del Pacífico, no se origina por la disponibilidad de la cantidad del recuso, sino por el efecto de la calidad del agua por usos domésticos y de riego, quienes son los principales fuentes de contaminación tanto por agua residuales como por agroquímicos lo que consecuentemente significa una reducción de agua disponible principalmente para uso potable”
. 
En cuanto a la biodiversidad, la  Dirección Específica de Biodiversidad del Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales ─MARENA─, informa mediante publicación especializada, que las especies silvestre de animales y plantas son importantes porque son fuentes de alimentos, medicinas, vestuarios, madera para construcción; y que el agua y el suelo, son vitales para desarrollar las actividades económicas de Nicaragua. Donde el suelo es la base de la agricultura y el agua el elemento vital para los seres humanos y animales, así como para los procesos industriales y agropecuarios”
. 
En base a las descripciones arriba presentadas podemos conceptualizar por Medio Ambiente: al “entorno que afecta y condiciona especialmente las circunstancias de vida de las  personas o de la  sociedad en su vida. Comprende el conjunto de valores naturales, sociales y culturales existentes en un lugar y un momento determinado, que influyen en la vida del ser humano. Es decir, no se trata sólo del espacio en el que se desarrolla la vida sino que también abarca seres vivos, objetos,  agua, suelo, aire y las relaciones entre ellos, así como elementos tan intangibles como la cultura”
.

Para el diccionario WIKIPEDIA, La palabra  “Ambiente” procede del latín ambiens, ambientis, y ésta de ambere, "rodear", "estar a ambos lados". Aunque la expresión Medio Ambiente es mayoritaria, la primera palabra, "medio", suele pronunciarse átona
, de forma que ambas palabras se pronuncian como una única palabra compuesta. 

1.1.2- Concepto de Recursos Naturales.

Según el profesor Francisco j. MORENO ARANDA
, recursos naturales son: “los bienes de la naturaleza, en cuanto no han sido transformado por los seres humanos y pueden resultarle, a través de su aprovechamiento un beneficio. Y que estos se dividen en recursos renovables  y no renovables, así como en primarios y secundarios”. Son, pues, Recursos Naturales: El espacio y su contenido, la energía en sus diversas fuentes, la tierra y su topografía, los recursos panorámicos o escénicos, el suelo, los yacimientos minerales,  biológicos,  hídricos, geotérmicos
 .
Para el diccionario libre Wikipedia se denominan recursos naturales a “aquellos bienes materiales y servicios que proporciona la naturaleza sin alteración por parte del ser humano; y que son valiosos para las sociedades humanas por contribuir a su bienestar y desarrollo de manera directa ─materias primas, minerales, alimentos─ o indirecta ─servicios ecológicos indispensables para la continuidad de la vida en el planeta”─.

1.2.-   EVOLUCIÓN DE LOS CONCEPTOS DE DERECHO MEDIO AMBIENTE Y DERECHO DE LOS RECURSOS NATURALES 

1.2.1-     Evolución del Concepto de Derecho Ambiental.

1.2.1.1-  Nociones y antecedentes del Derecho Ambiental

“En la Roma antigua, el Emperador Julio Cesar, prohibió la circulación de carruajes dentro de los barrios romanos, para eliminar el ruido que producían al rodar, emitiendo así la primera norma netamente ambientalista que se conoce”
. Hipócrates
 ─460-375 a. C.─, en su obra “Aires, aguas y lugares”, resalta la importancia del ambiente como causa de enfermedad. Thomas Sydenham
 ─1624-1689─ y Giovanni María Lancisi
 ─1654-1720─, formulan la “Teoría Miasmática”, en la que el miasma es un conjunto de emanaciones fétidas de  suelos y  aguas impuras que son causa de enfermedad
.
1.2.1.2-  Derecho Ambiental en el  Derecho Moderno y Contemporáneo.

Tres años después de finalizada, la segunda guerra mundial, tuvo lugar en Fontainebleau, Francia ─1948─, el Congreso Constitutivo de la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza, por sus siglas en ingles ─UICN─, convocada por la República de Francia y por el Organismo de Naciones Unidas la UNESCO, bajo la consigna de “salvar al mundo vivo y el medio ambiente”
. Veinte años más tarde ─1968─ la Asamblea General de la Naciones Unidas convoca a una conferencia mundial, y como antecedente se programó una reunión de expertos, la mayoría del tercer mundo, en Founex, Suiza, y en ella se llegó a la conclusión que en el tercer mundo se estaba deteriorando la calidad de vida y la vida misma. 
Por su parte DENNIS MEABON, quien presidía el denominado Club de Roma, en el año 1972 publica su obra denominada “Los Limites del Crecimiento”, y en ella concluye que “el incremento de la demanda de alimentos está determinada por el aumento de la población mundial, con la rigidez de la oferta, desminuida por la contaminación y condicionada por la limitación de los recursos naturales”
. Este mismo año se celebró la Conferencia de Naciones Unidas, efectuada en Estocolmo, en ella se emitió el “Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente”, en él se plantaba la posibilidad de un desarrollo que no provoque daños irreversibles al medio ambiente
.
En 1974, en la “Declaración de Cocoyoc”, se estableció el carácter estructural de los problemas ambientales. Después, en 1980, la estrategia mundial para la conservación de la Naturaleza ─UICN─ hacía el llamado a la responsabilidad en la conservación de los recursos naturales. En 1987 la Comisión Mundial del Medio Ambiente, presidida por el Primer Ministro del Reino de Noruega GRO HARLEM BRUNDTLAND, presentó su informe denominado “Nuestro Futuro Común”, en que se proponen estrategias ambientales a largo plazo en función de un desarrollo sostenible
.
Son varios los tratados o convenios internacionales
 universales, regionales, subregionales y bilaterales destinados a proteger y regular la explotación de recursos naturales y ecosistemas vitales como el celebrado en Brasil en 1992, denominado “Cumbre de la Tierra”, en ella los mandatarios se comprometieron a la protección de la naturaleza, sobre todo del ser humano, partiendo del principio de que todo persona tiene derecho a una vida saludable y productiva en armonía con la naturaleza
. Y en 1997, tuvo lugar la "Cumbre de Río+5", que tenía como principal objetivo analizar la ejecución del "Programa 21", aprobado en la Cumbre de 1992. 
Como seguimiento a las Conferencias celebradas en Brasil, en 2002 se llevó a cabo la "Cumbre de Johannesburgo", organizada por las Naciones Unidas, la cual fue la reunión internacional más grande de la historia en donde se trató el desarrollo sostenible. Su tema principal fue cómo transformar al mundo para asegurar la conservación de la vida a largo plazo, revisando para este fin, temas esenciales para asegurar la sostenibilidad de la tierra. Esta Cumbre incluyó las voces, experiencias y puntos de vista de un conjunto amplio de partes interesadas que se han comprometido en favor del desarrollo sostenible. 

Visto los antecedentes y la evolución del concepto Medio Ambiente, no queda más que conceptualizar el Derecho, y para ello recurrimos al concepto que nos da RAÚL BRAÑES
, citado por J. Francisco MORENO ARANA, Derecho Ambiental es el “conjunto de normas jurídicas que regulan las conductas humanas que puedan influir de manera relevante en los procesos de interacción, que tiene lugar entre los sistemas de los órganos vivos y sus sistemas de ambiente, mediante la generación de efectos de los que se espera una modificación significativa de las condiciones de existencia”.
Como toda rama del Derecho, el Derecho Ambiental se nutre de los siguientes Principios: de interacción físico-económica
, de interdisciplinariedad, del Derecho Internacional, de derecho interno, prospectivo del Derecho ambiental, del desarrollo sostenible. Además, de otros considerados mega principios, tales como: Ubicuidad
, sostenibilidad, globalidad, subsidiaridad. Entre sus fuentes están: las formales ─leyes, costumbre y jurísprudencia─, reales ─ factores y elementos que determinan a las normas─ e históricas ─documentos, libros, archivos oficiales y particulares, etc.─
. Caracterizándose por ser: multidisciplinaría, de vocación universal, transversal y por ser un Derecho colectivo con intereses difusos
.
Por lo estudiado, concluimos que el Derecho Ambiental es la rama del Derecho nutrida por otras ramas del Derecho, que incide sobre las conductas individuales y sociales para prevenir y remediar las perturbaciones que alteren el bien jurídico tutelado por el Estado: “El Ambiente”, tal y como la preceptúa nuestra  Constitución Política en el artículo 102 “Los recursos naturales son patrimonio nacional. La preservación del ambiente y la conservación, desarrollo y explotación racional de los recursos naturales corresponden al Estado; éste podrá celebrar contratos de explotación racional de estos recursos, cuando el interés nacional lo requiera” 
.
Para el consultor legal en Medio Ambiente Mario PEÑA CHACÓN
,  el proyecto de Código Procesal General, a implementarse en la República de Costa Rica crea una nueva jurisdicción: la ambiental.    “Se trata de una jurisdicción especializada que funcionará en todo el territorio costarricense y cuya competencia, prevalecerá siempre sobre la ordinaria. Al ser una jurisdicción especializada, en ella se deberá aplicar sólo el derecho positivo propio, ello implica tanto el derecho nacional como internacional ambiental, así como los principios generales y fuentes exclusivos de este derecho humano de tercera generación”.   
1.2.1.3- Evolución del Concepto de Derecho de los Recursos Naturales

Generalmente los recursos naturales han sido jurídicamente contemplados en diferentes leyes especificas, tanto en las ramas de lo civil, administrativas y penales, por lo que se concibe al Derecho de los Recursos Naturales como el “conjunto de normas e instituciones jurídicas que van dirigidas al consentimiento y uso adecuado de los recursos naturales y también a la defensa contra los efectos nocivos tomando en cuenta su beneficio social y particular
”
Como apreciaremos en el acápite siguiente, los recursos naturales van adquiriendo una categoría jurídica muy específica en el sentido de que las leyes que las regulan adoptan un concepto filosófico de dichos recursos destinados al uso de la humanidad. Teniéndose presente que estos recursos tienen una interdepencia entre sí, por lo que al ser usados se debe procurar que el uso que se haga de uno de ellos no perjudique a los demás
.
Los recursos naturales, pasaron de objetos de relaciones patrimoniales entre particulares, a recursos que están destinados al uso de todos, en función de su naturaleza y destino. Naciendo así nuevos objetos de derecho con características muy propia de ellos. Por ejemplo: el cuarto párrafo de los considerando de la ley general de agua, dice “ante la inexistencia de un marco jurídico sobre los recursos hídricos en Nicaragua, se hace necesario legislar en función de establecer la institucionalidad, el régimen legal para el uso y aprovechamiento sostenible del recurso, así como, las relaciones de las instituciones con los particulares involucrados, la organización y participación ciudadana en la gestión del recurso”
. 
1.2.1.4 -  Derecho Ambiental y Derecho de los Recursos Naturales en Nicaragua
Como habíamos señalado, en el acápite referido al concepto de medio ambiente, en 1844 el rey mosco George Augustus Frederick, por orientaciones de Patrick Walker cónsul general británico ante los miskitos “ordenó”, en función de los intereses británicos, la protección de los recursos naturales a través de la regulación de la extracción de caoba, y restricciones a la recolección de huevos de tortuga. Por su parte la primera Constitución política que norma la protección de “la riqueza artística o histórica del país, sea quien fuere su dueño, constituyendo el tesoro cultural de la nación, y gozando de la protección y cuidados especiales del Estado” es la 1939
. Posteriormente la Constitución de 1948 en sus Artículos 224 y 225
, protegió la propiedad de los bienes de aprovechamiento público, y reguló su explotación sobre la base de participación en los beneficios.
La Constitución de 1950, hace referencia en su artículo 69 a las garantías y condiciones de seguridad y salubridad de los obreros, por lo que el Estado podía vigilar las empresas industriales y mineras
; y la Constitución de 1974, establecía en su artículo 4 que el Gobierno del Estado estaba autorizado a celebrar Tratados para la utilización de sus recursos naturales y geográficos, en beneficio del pueblo y para el uso temporal de una parte del territorio nicaragüense, siempre que fuese para fines exclusivos de defensa nacional o continental y se respetase, en ambos casos, la soberanía e integridad territoriales…El artículo 67, de ésta carta magna, prohibía otorgar concesiones monopólicas sobre las riquezas naturales del estado
. 
La protección del Medio Ambiente y de los Recurso Naturales no está presente en las Constituciones coloniales ─ de Bayona, julio de 1808; y de Cádiz, 1812─; ni en la de la Federación Centroamericana; tan poco en la del período anárquico ─1826, 1838─; ni mucho menos en la libero-conservador de 1858; no hay nada al respecto en el Código penal de 8 de Diciembre de 1891;  ni en las Constituciones liberales de 1893, 1911; de igual manera brilla por su ausencia en el Estatuto Fundamental de la Revolución Popular Sandinista del 20 de julio de 1979
.  
Sin embargo, el vacío legal no era absoluto, pues,  el Código penal del año 1974 en su Artículo 331 reprimía con prisión de tres a diez años, el que envenenare o adulterare, de modo peligroso para la salud, aguas potables, bebidas, comestibles o sustancias medicinales destinadas al uso público o al consumo de una colectividad de personas; el artículo 333 agregaba, el que,  voluntariamente y por cualquier medio propagare una enfermedad peligrosa o contagiosa para las personas o ejecutare actos o realizare operaciones capaces de producir tal propagación, será reprimido con prisión de cinco a quince años
. 
Es la Constitución Política de 1987
 la que recoge de forma clara y precisa la protección y regulación de los recursos naturales, y con ello la protección del medio ambiente en el Artículo 102 que literalmente dice: “Los recursos naturales son patrimonio nacional. La preservación del ambiente y la conservación, desarrollo y explotación racional de los recursos naturales corresponden al Estado; éste podrá celebrar contratos de explotación racional de estos recursos, cuando el interés nacional lo requiera”. Y el Arto. 60, afirma “los nicaragüenses tienen derecho de habitar en un ambiente saludable; es obligación del Estado la preservación, conservación y rescate del medio ambiente y de los recursos naturales”
Pero, ésta Constitución Política va más allá de una simple definición del medio ambiente, pues enfatiza que, “toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad, la patria y la humanidad”… Predeterminando, además, que “los nicaragüenses tenemos derecho, por igual, a la salud, y que el Estado establecerá las condiciones básicas para su promoción, protección, recuperación y rehabilitación”. Corresponde pues, al Estado dirigir y organizar los programas, servicios y acciones de salud y promover la participación popular en defensa de la misma. Por consiguiente los ciudadanos, según esta Constitución, tienen la obligación de acatar las medidas sanitarias que se determinen.

En cuanto a leyes especificas sobre determinados recursos naturales, podemos decir, que desde 1961
 se regulaban los actos de pesca de la fauna y flora acuáticas que se ejecuten en: Las aguas de las mares territoriales, continentales e insulares y en las que cubren la plataforma continental y los zócalos submarinos pertenecientes al territorio nicaragüense; de igual manera en las aguas del mar libre, cuando se realizarán por medio de embarcaciones de matricula nacional o que trabajen al amparo de una licencia nicaragüense; y, en los lagos, lagunas y los ríos de uso común o públicos.


El 4 de Enero de 1965, el Poder Ejecutivo aprobó los tratados que  representantes de su gobierno suscribieron en Washington y en Londres el 13 de Agosto de 1963 y en Moscú el 16 de Agosto de 1963, sobre prohibición de pruebas nucleares en la atmósfera, el espacio exterior y bajo el agua. En el período de la Revolución Popular Sandinista ─1979─ en vista de los riesgos inherentes que representa el  uso de combustibles y carburantes domésticos e industriales, gases medicinales y reactivos químicos gaseosos, tanto para la salud y la seguridad de las personas, como para la propiedad de los usuarios, se reguló en su manejo mediante el Decreto Nº 365-MEIC
.  
Cuatros años más tarde se creó el Programa Alimentario Nicaragüense
 como línea estratégica de la Revolución Popular Sandinista, con carácter de programa prioritario de la Revolución para la coordinación de las acciones orientadas a conseguir la seguridad alimentaria nacional en el área de la producción de los Alimentos Básicos. Luego, con el primer Gobierno posrevolucionario, se aprobó la ley
 que establecía las normas y disposiciones orientadas a prevenir la contaminación del medio ambiente y sus diversos ecosistemas, así como la  protección a la salud de la población ante el peligro de la contaminación de la atmósfera, del suelo y de las aguas, como consecuencia de la transportación, manipulación, almacenamiento y disposición final de desechos peligrosos.

El 26 de abril del año 1995 la Asamblea Nacional, instituye mediante ley
 expresa, la Semana del Medio Ambiente y Recursos Naturales, como un preámbulo de lo que sería la ley más importante,  apegada a inquietudes expresadas en congresos internacionales, nos referimos a la “Ley General del Medio Ambiente y los Recursos Naturales” misma que es de orden público y como tal establece las normas para la conservación, protección, mejoramiento y restauración del medio ambiente y los recursos naturales, asegurando su uso racional y sostenible, de acuerdo a lo señalado en la Constitución Política
.
Son objetivos particulares de la Ley 217: La prevención, regulación y control de cualquiera de las causas o actividades que originen deterioro del medio ambiente y contaminación de los ecosistemas; establecer los medios, formas y oportunidades para una explotación racional de los recursos naturales dentro de una Planificación Nacional fundamentada en el desarrollo sostenible, con equidad y justicia social y tomando en cuenta la diversidad cultural del país y respetando los derechos reconocidos a las regiones autónomas de la Costa Atlántica y Gobiernos Municipales.

Igualmente la utilización correcta del espacio físico a través de un ordenamiento territorial que considere la protección del ambiente y los recursos naturales como base para el desarrollo de las actividades humanas; en tal sentido fortalecer el Sistema Nacional de Áreas Protegidas, garantizando la biodiversidad, así como el uso y manejo racional de las cuencas y sistemas hídricos, asegurando de esta manera la sostenibilidad de los mismos; razón por lo que se plantea el fomento y el estimulo a la educación ambiental como medio para promover una sociedad en armonía con la naturaleza, entre otros objetivos no menos importantes..

Mediante el artículo 6, de esta ley se crea la “Comisión Nacional del Ambiente”, como foro de análisis, discusión y concertación de las  políticas ambientales, como instancia de coordinación entre el Estado y la Sociedad Civil procurando la acción armónica de todos los sectores, así como órgano consultivo y asesor del Poder Ejecutivo en relación a la formulación de políticas, estrategias, diseño y ejecución de programas ambientales. El artículo 9, crea la “Procuraduría para la Defensa del Ambiente y los Recursos Naturales”, como rama especializada de la Procuraduría General de Justicia. Esta ejercerá la representación y defensa de los intereses del Estado y la sociedad en esta materia.

Los artículos 15 y 16 establecen que “el Instituto Nicaragüense de Estudios Territoriales ─INITER─ y el Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales ─MARENA─ dictarán y pondrán en vigencia las normas, pautas y criterios, para el ordenamiento del territorio”. Y que “la elaboración y ejecución de los planes de ordenamiento del territorio será responsabilidad de las autoridades municipales
 quienes lo harán en base a las pautas y directrices establecidas. En el caso de las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica será competencia de los Consejos Regionales Autónomos con la asistencia técnica de las instituciones especializadas”.

Además se creó el “Sistema Nacional de Áreas Protegidas”, que comprende todas las áreas declaradas como tal a la fecha de entrada en vigencia de esta Ley y las que se declaren en el futuro. Siendo reconocidas como tal: Reserva natural, parque nacional, reserva biológica, monumento nacional, monumento histórico, refugio de vida silvestre, reserva de biosfera, reserva de Recursos genéticos, paisaje terrestre y marino protegidos. Se crea el Fondo Nacional del Ambiente para desarrollar y financiar programas y proyectos de protección, conservación, restauración del ambiente y desarrollo sostenible. Su uso será definido en consulta con la Comisión Nacional del Ambiente. Fondos que provendrán del otorgamiento de licencias ambientales, multas y decomisos, por las donaciones nacionales e internacionales otorgadas para tal fin, etc. 
La ley 217, busca además, no sólo fomentar, sino también, regular y establecer las condiciones básicas para el reconocimiento superficial, exploración y explotación de los hidrocarburos producidos en el país, así como su transporte, almacenamiento y comercialización
. Un mes después que la ley 217 entrara en vigencia; se aprueba la ley básica de salud y sanidad vegetal
, en el entendido “que es responsabilidad y función del Estado velar, promover y preservar el patrimonio agropecuario, acuícola y pesquero de la Nación, así como la protección y bienestar de la salud humana, la salud animal, la sanidad vegetal, la preservación de los recursos naturales y el medio ambiente en general,  en función del desarrollo económico integral de la Nación”. 
Todo ello, en coordinación con las Municipalidades, ya que a ellas les corresponde de acuerdo a las leyes 40 y 261
, emitir opinión respecto a los contratos o concesiones de explotación de los recursos naturales ubicados en su circunscripción… También es competencia municipal declarar y establecer parques ecológicos municipales, dicha declaratoria podrá recaer en un área de dominio público o en terrenos privados, previa indemnización establecida en el Artículo 44 de la Constitución Política. De igual forma participar en conjunto con el MARENA en la evaluación de los Estudios de Impacto Ambiental de obras o proyectos que se desarrollen en el Municipio. 
Todo este avance legislativo, sería papel mojado si a la par de la misma no se instituyera una educación sistemática, en tal sentido la ley 342
, vino a llenar ese vacío y esa necesidad, al establecer “que la educación en el tema de los recursos naturales y el medio ambiente, debe iniciarse a nivel de preescolar en todas las escuelas y colegios del país, dándole a su enseñanza igual importancia que al resto de asignaturas de los programas escolares”. 
Estos logros en materia legislativa ambiental facilitaron el reconocimiento e inclusión, como “Reservas Naturales: a la reserva de Bosawas, al Cerro Kilambé, al Macizo de Peñas Blancas, al Cerro Cola Blanca y al Parque nacional Cerro Saslaya”, por parte de la UNESCO. Razón por la que se aprobó un marco jurídico para dichas reservas, como lo vino hacer la ley 407
, afín de permitir y desarrollar una mayor conciencia del valor, que para la humanidad y para las generaciones futuras representan su conservación y protección.

En Cuanto al sector energético, desde el año 1998 se ha venido modernizando la legislación que regula y promueve este tipo de inversiones, tanto nacional como extranjera, dotando así a la Nación de un marco jurídico que impulsa el crecimiento sostenido de la capacidad energética del país, priorizando la utilización racional de los recursos naturales como fuente primaria de energía, a fin de  disminuir nuestra dependencia de las importaciones petrolíferas, razón suficiente para aprobar la  “ley de exploración y explotación de recursos geotérmicos”
 misma que fue reformada en su Artículo 68 con respecto a las excepciones de impuestos municipales
.
El sector forestal no se podía quedar rezagado en materia legislativa, por ser un factor sensible en términos globalizantes como producto que satisface las necesidades de la industria mueble y como factor climatológico lo que constituye para los nicaragüenses un eje del desarrollo económico y social del país con la participación de todos los involucrados en la ejecución de la actividad forestal. Por lo que se crea el Sistema Nacional de Administración Forestal ─SNAF─, el cual está integrado por las entidades del sector público y por personas naturales o jurídicas involucradas en la actividad forestal
. Esta ley fue reformada en su artículo 64 referido a las Tasas por Aprovechamiento de Servicios Forestales
.
Ante los impactos ambientales negativos y prácticas que han y violentan normas elementales de comportamiento y convivencia social, y que, lejos de desminuirse, se incrementan cada día, para lo cual era necesario establecer la tipificación de algunas acciones más relevantes como delitos en contra del ambiente y los recursos naturales, mediante una legislación especial que permitiera frenar el avance acelerado de la degradación y pérdida de nuestros ecosistemas, se aprobó una ley temporal.

La  ley Especial de Delitos
 contra el medio ambiente y los recursos naturales, a la espera de la aprobación del Código Penal, de esta manera quedaron tipificados como delitos: la contaminación del suelo, la contaminación de aguas, la contaminación atmosférica, la contaminación por ruido. Así mismo serán penalizados quienes transporten materiales y desechos tóxicos, peligrosos o contaminantes, de igual forma quienes  almacenen, manipulen o derramen sustancias tóxicas, peligrosas o contaminantes o arrojen  desechos degradables o no biodegradables, con sus respectivas agravantes
.
Esta ley fue derogada por la Ley 641, Código Penal
, al igual que derogó los Artículos 8,9, 10 y 12 de la ley 168, ley que prohíbe el tráfico de desechos peligrosos y sustancias tóxicas, publicada en la GACETA Nº 112 del 02 de junio de 1994; lo mismo hizo con el Artículo 65 de la ley 274, ley básica para la regulación y control de plaguicidas, sustancias tóxicas, peligrosas y otras similares, publicada en la GACETA Nº 30 del13 de febrero de 1998; también derogó el artículo 125 de la ley 453, ley de pesca y acuicultura, publicada en la GACETA Nº 251 del 27 de diciembre del 2004.
Una de las iniciativas más interesantes del espíritu del legislador en cuanto a la política nacional de los recursos hídricos, es la Ley
  que crea la “Comisión de Desarrollo Sostenible de la Cuenca del Lago Cocibolca y del Río San Juan”, iniciativa que se corresponde con las prioridades, políticas y estrategias del gobierno central, en materia del ambiente y el desarrollo sostenible, nacional y local afín de promover la conservación y uso sostenible del patrimonio natural existente la debida participación de las Instituciones Gubernamentales y No Gubernamentales, Municipios, y las Comunidades Indígenas y campesinas asentadas en el lugar.
El 13 de Febrero del año 2008, se aprueba la primera reforma sustancial a la Ley 217 Ley General del Medio Ambiente y los Recursos Naturales
. 
Por su parte la Ley 656
, vino a efectuar la segunda reforma a la ley de exploración y explotación de recursos geotérmicos en sus artículos 18, 21, 24, 25, 26, 34 y 40, y además deroga la Ley No. 472, "Ley de Reforma a La Ley No. 443, "Ley de Exploración y Explotación de Recursos Geotérmicos". El Art. 68 incentiva la inversión, exceptuando los tributos municipales establecidos en los Planes de Arbitrios, y los demás contemplados en otras leyes de la materia. 
El 09 de septiembre se aprueba la Ley 669
, que tiene por objeto fortalecer el marco legal e institucional vigente sobre la Reserva de la Biosfera Bosawás, manteniendo el respeto a la autonomía, cultura y formas de vida de los pobladores originarios que habitan la Reserva. 

En armonía con el medio ambiente y con el objetivo de garantizar la salud del pueblo consumidor, así como elevar el estado nutricional de la población infantil a través del establecimiento del Programa del Vaso de Leche Escolar
Se aprobó Ley 688, para  fomentar de la producción de leche de vaca a nivel nacional, con miras a su industrialización, comercialización y consumo de leche y sus derivados. Esta Ley es de orden público y de interés social
. El 4 de Junio del 2009, se aprobó la Ley para el Desarrollo de las Zonas Costeras
 con el objetivo de que los habitantes gocen de ejercicio de libertad de acceso, uso y disfrute de dichas zonas.
Y como complemento a la basta legislación en materia ambiental y de recursos naturales el 18 de junio de 2009 la Asamblea Nacional, aprobó la ley de Soberanía y Seguridad Alimentaria, misma que es de orden público y de interés social, y que tiene por objeto garantizar el derecho de todas y todos los nicaragüenses de contar con los alimentos suficientes, inocuos y nutritivos acordes a sus necesidades vitales; que estos sean accesibles física, económica, social y culturalmente de forma oportuna y permanente asegurando la disponibilidad, estabilidad y suficiencia de los mismos a través del desarrollo y rectoría por parte del Estado
.
Hasta aquí hemos resumido en gran medida todo lo referente a la legislación ─ derogadas, reformadas y vigentes─ en materia ambiental y de recursos naturales en la que se refleja el interés por salvaguardar estos recursos, sin embargo para su debida eficacia y eficiencia se requiere de la participación ciudadana, ya sea como persona natural o como organización no gubernamental. En este contexto debemos ver a “La Alianza por la Biodiversidad de Nicaragua”, integrada por el Centro Humboldt, Centro de Información y Servicios de Asesoría en Salud, Centro Nicaragüense de Derechos Humanos, y Federación Nacional de Cooperativas Agropecuarias y Agroindustriales”
.

Quienes demandan al Gobierno impulsar investigaciones para conocer "lo que se tiene" en materia de diversidad biológica. La petición la hizo esa alianza con motivo de la celebración del Día Internacional de la Biodiversidad. Julio SÁNCHEZ, de la Alianza por la Biodiversidad en Nicaragua y asesor del Centro Humboldt, dijo que este país "es uno de los países mega-diversos", donde está concentrado cerca del 13 por ciento de la biodiversidad mundial.
Advirtiendo que, pese a tener "mucha riqueza" en materia de diversidad biológica, no se conoce lo que se tiene y ni siquiera existe un inventario "profundo y conciso" sobre la biodiversidad de Nicaragua, la cual, agregó, “es rica en flora, fauna, microorganismos e insectos. No existe una biodiversidad bien estudiada, lo cual plantea una debilidad: si no conoces lo que tienes, no sabes lo que tienes que proteger", e hizo hincapié “que la carencia de esa información, lo que genera es que se roben la riqueza biológica, se lo lleven fuera del país y lo puedan patentar en el extranjero”
.

1.2.1.5-  Derecho Ecológico
Es la rama especializada del Derecho, constituyendo el instrumento científico y técnico de donde emanan las medidas para preservar, conservar, rescatar y recuperar los ecosistemas o conjunto formado por los seres vivos ─biocenosis
 o comunidad─, el ámbito territorial en el que viven ─biotopo─ y las relaciones que se establecen entre ellos, tanto bióticas ─influencias que los organismos reciben de otros de su misma especie o de especies diferentes─ como abióticas
 ─factores fisicoquímicos, como la luminosidad, la temperatura, la humedad, etc.─. Biosistemas, Sistema Ecológico, Sistema Natural.

Diferencia entre Derecho Ecológico y Derecho Ambiental

El Derecho ambiental protege el entorno, mientras que el Derecho ecológico protege la vida en su totalidad
. 

1.3-  RELACIONES JURÍDICAS DEL MEDIO AMBIENTE Y  LOS RECURSOS NATURALES
1.3.1- Teoría Jurídica del Medio Ambiente y de los Recursos Naturales
El Juez Ricardo Lorenzetti
,  Presidente de la Corte Suprema de Justicia española, nos hace ver que en este campo es posible presentar un esquema explicativo sobre tres etapas: La primera fue “retórica”, puesto que, en los años setenta, el movimiento ambientalista sembró las primeras palabras, poco conocidas hasta entonces. La segunda fue “analítica”, en el sentido de que identificaba y estudiaba problemas, elaborando modelos para tratarlos… La tercera es, “paradigmática”, en cuanto a que lo que está cambiando es el modo de ver los problemas y las soluciones proporcionadas por nuestra cultura. 

Surgiendo para el derecho, según este autor, “un problema descodificante porque impacta sobre el orden existente, planteando uno distinto, sujeto a sus propias necesidades. En el caso del Derecho, este fenómeno es amplio: abarca lo público y lo privado, lo penal y lo civil, lo administrativo y lo procesal, sin excluir a nadie, con la condición de que adopten nuevas características. Por ejemplo en lo penal, los conflictos entre personas que disputan bienes individuales son los que las leyes y los jueces resuelven habitualmente. Por eso surge aquí lo novedoso: la naturaleza, aparece ahora como lo escaso, presentando un escenario conflictual.
Conflictividad que aparece en un nuevo escenario, en el que “lo individual no tiene primacía y no rige la reciprocidad, ya que es un conflicto donde se afecta a un bien común. En estos casos los derechos subjetivos deben ser interpretados de modo tal que no conspiren contra el deterioro de tales bienes. De ahí que en la relación entre derecho de propiedad y medio ambiente, deba reconocerse una “función ambiental de la propiedad” en virtud de que la multiplicidad de derechos individuales de los propietarios deben coordinarse de manera tal que se orienten en la preservación del bien colectivo.

No significa  que los conflictos ambientales no puedan plantearse en la esfera privada, ya en la vida cotidiana se dan  conflictos entre vecinos, o por los daños sufridos por los individuos como consecuencia de la lesión al ambiente, las afectaciones del derecho de propiedad derivada de legislaciones ambientalistas. Pero, el campo típico de los conflictos ambientales se desenvuelve en la esfera social, por ser el sujeto  la naturaleza, que es al mismo tiempo el bien colectivo, definido además como escaso y en situación de peligro, por lo que está dispuesto a limitar los derechos individuales
.
1.3.2-  Bien Jurídico Tutelado
Para hablar o mejor dicho reflexionar sobre el bien jurídico tutelado penalmente, debemos tomar en cuenta la característica de esta materia del Derecho, pues tiene tras de sí, la protección y regulación de leyes administrativas, civiles y penales, por una parte, y por otra el dilema de si se trata de un bien jurídico colectivo, difuso y/o individual. En este sentido para una mejor comprensión, veamos los que nos dice James REÁTEGUI SÁNCHEZ, abogado y Auxiliar Docente en Derecho Penal en la Universidad de Buenos Aires ─UBA─, con respecto a estos bienes… “Si bien todos los bienes jurídicos poseen la misma importancia y jerarquía, habrá que advertir que tienen en su seno diferentes matices de regulación, y esto puede verse reflejado en el sistema de coerción ejercido por el Estado”.

Éste autor tiene razón con respecto a los matices a los que él hace referencia, por tanto debemos partir de la tesis que…”al concepto de bien jurídico se le confiere una importancia sistemática fundamental, no sólo en la Ciencia del Derecho penal, sino además en el plano de la teoría general del Derecho”. Por ejemplo “en el ámbito de la responsabilidad civil se necesitará la infracción del supuesto de hecho contenido en normas jurídicas… para lo cual acarreará la imposición de una consecuencia jurídica ─sanción pecuniaria o la debida indemnización─, de acuerdo a lo previsto en la legislación civil”
.
Comentarios semejantes podemos hacer con respecto al Derecho Administrativo, del cual sus “normas se relacionan con el Derecho Público, es decir, aquellos intereses estatales o institucionales, que escapan a la libre disposición de los sujetos”, y que por tanto no hay aplicación de una pena, sino aquella sanciones contempladas en la ley de la materia administrativa, como puede ser una multa o la suspensión de una concesión, etc. Lo planteado, hasta aquí, significa en palabras sencillas, que “la protección de bienes jurídicos no significa imperiosamente la tutela a través del recurso de la pena criminal, puesto que una cosa son los bienes jurídicamente protegidos y otra cosa son los bienes jurídico-penalmente protegidos”
.
Es decir que el derecho a penar ─jus puniendi─ del Estado “sólo se legitima cuando salvaguarda intereses o condiciones que reúnan dos notas: en primer lugar, la generalidad, pues, deben ser bienes jurídico-penales que interesen a la mayoría de la sociedad, y no a una parte o sector de ésta; en segundo lugar, la relevancia, ya que  la intervención penal sólo se justifica para tutelar bienes esenciales para la sociedad. De lo sustentado, se deduce que el  “bien jurídico no integra el tipo penal y tampoco la norma que subyace en él, sino que constituye la base fundamental sobre el cual se construye y reconstruyen los tipos”
.
El otro gran tema de controversia, señalado al inicio de este acápite, es el referido a los bienes jurídicos colectivos, debido a una cierta resistencia a aceptar la modernización del Derecho penal,  “considerando que éstos infringen principios del Derecho penal liberal ─legalidad, causalidad, culpabilidad y lesividad”─;  contrario a este planteamiento es la afirmación de que “la características del Derecho penal moderno, es precisamente la aparición desmedida de bienes jurídicos colectivos, como consecuencia del intervencionismo estatal, pues se debe atender nuevas necesidades y condiciones para que los intereses individuales ─salud, libertad, etc.─ puedan tener vigencia real y efectiva”. 
Compartimos con REÁTEGUI SÁNCHEZ, que uno de los puntos centrales más importante de la crítica respecto a la teoría actual del bien jurídico, lo constituyen las nuevas formas de protección de carácter masivo y universal, como son el medio ambiente y los recursos naturales. En este campo “la doctrina ha hecho la distinción, entre bienes jurídicos de naturaleza individual y bienes jurídicos de naturaleza colectiva”. Por ejemplo, “la orientación individualista pregona que los valores de la colectividad, están al servicio de los valores de la personalidad; y los  supraindividualista, por el contrario, consideran que los valores colectivos supeditan cualquier otro valor”
.  
Se han tejido, pues, diferentes concepciones, como “la teoría dualista que establece que los bienes jurídicos pueden ser de naturaleza individual o bienes universales; o como la teoría monista, que afirma que “la figura central es concebir al bien jurídico desde una sola perspectiva, bien es sentido estatista o bien desde el punto de vista de los intereses de la persona singular”. Desde esta última perspectiva, “la persona y su libre desarrollo, se convierten en el punto de referencia al que deben orientarse todos los bienes jurídicos protegidos por el Derecho penal”. En este orden de ideas, los bienes jurídicos colectivos o universales se convierten en medios al servicio del desarrollo personal de la sociedad, que es la única realmente protegida
.      
REÁTEGUI SÁNCHEZ, nos dice que “se ha cuestionado la legitimidad de los bienes jurídicos colectivos, sobre todo por un sector doctrinario importante vinculado a la Escuela de Frankfurt ─Hassemer, Naucke y Albrecht─ quienes defienden una postura personalista, manifestando que aquellos intereses comunitarios constituyen una clara muestra del carácter expansionista del Derecho penal”. Dicho de otra manera, en los bienes colectivos, por ejemplo, no se presenta exclusión en su uso ni rivalidad en su consumo, lo que sí está presente en los bienes jurídicos individuales; en el bien jurídico patrimonio existe una total exclusión y rivalidad en lo concerniente al uso y disfrute de la posesión del patrimonio de una persona en relación a los demás. 

Desde nuestro punto de vista, esta discusión se resuelve ajustando la norma con la realidad, o como bien lo señalara SAVIGNY, ─en el contexto de una polémica sobre el Código Civil Alemán, pero que también cabe en este caso─ el “derecho es sustancialmente un producto histórico y una obra del espíritu del pueblo y no un producto de laboratorio” 
, o sea que la institución jurídica que hoy estudiamos es producto de una necesidad histórico socio-económica y su existencia jurídica se debe limitar a “considerar una ordenación de los delitos en vista a los bienes jurídicos, no sobre la base de una atomización de la sociedad, sino del todo que implica un sistema”, como nos lo recomienda el profesor chileno BUSTOS RAMÍREZ, citado por REÁTEGUI SÁNCHEZ.
El profesor BUSTOS RAMÍREZ, nos dice que “existen bienes jurídicos, que están referidos a las bases de existencia del sistema o sea los bienes jurídicos individuales ─la vida humana, la salud individual, la libertad, etc.─; y aquellos que están en conexión con el funcionamiento del sistema, o sea  los que inciden en las relaciones macrosociales, y que los clasifica en tres niveles: En el primero están los bienes jurídicos colectivos, presentes en forma constante en el quehacer cotidiano de cada uno de los sujetos o grupos en que éste se integra ─medio ambiente, libre competencia, la política de ingresos y egresos del Estado─; en el segundo nivel, los bienes jurídicos institucionales ─la fe pública, administración de justicia, garantías constitucionales, etc.─ y el tercer nivel, los bienes jurídicos de control como es el caso de la seguridad interior y exterior del Estado
.  
Esta clasificación nos permite delimitar el ámbito de nuestro estudio, ya que el bien jurídico-penal ambiental y de los recursos naturales son un bien colectivo, mismo que está vinculado a los llamados “delitos de acumulación”, en el sentido que el peligro creado por el sujeto ya no es un peligro parcial para los objetos jurídicos protegidos, sino globales los cuales no pueden contemplarse como problemas de un actuar individual, sino sólo como problemas sistémicos.  
Por otra parte, en sentencia del Tribunal Supremo español  se estableció que el medio ambiente a proteger penalmente era un medio ambiente de carácter moderadamente antropocéntrico y no ecocéntrico1994, la Sala II, tras remitirse a la sentencia previa de 11 de marzo de 1992, mantiene que jurisprudencia y la doctrina mayoritaria “optan por un concepto de medio ambiente moderadamente antropocéntrico, en cuanto primariamente se adecua al desarrollo de la persona y se relaciona con la calidad de vida a través de la utilización racional de todos los recursos naturales —agua, aire y suelo, no sólo aisladamente considerados, sino en su conjunto, formando así el ecosistema”
.
En conclusión los bienes jurídicos colectivos, no son  categorías que se hallen por encima del individuo,  sino que están en función de todos los miembros de la colectividad por lo mismo que son complementarios de los bienes jurídicos individuales, lo que implica que en los delitos ambientales el bien jurídico protegido es, en líneas generales: la colectividad, con lo cual está en conexión con la noción de interés difuso.

1.3.3- Relaciones del Derecho Ambiental con otras ramas del Derecho

1.3.3.1- Relaciones con el Derecho Constitucional
La Constitución en su Art. 60 establece que “los nicaragüenses tienen derecho a habitar en un ambiente saludable; es obligación del Estado la preservación, conservación y rescate del medio ambiente y de los recursos naturales”. Por su parte el Art. 102Cn, dice “Los recursos naturales son patrimonio nacional. La preservación del ambiente y la conservación, desarrolla y explotación racional de los recursos naturales corresponden al Estado; éste podrá celebrar contratos de explotación racional de estos recursos, cuando el interés nacional lo requiera”.
1.3.3.2- Relaciones con el Derecho Administrativo

En Nicaragua la legislación ambiental es sectorial, por tanto el Derecho que tiene mayor incidencia es el Administrativo, en principio porque el Estado es el encargado de su preservación y mejoramiento del ambiente, tarea que por otro lado ejerce a través de sus respectivos ministerios con prevalencia del Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales, MARENA, en coordinación con las Regiones Autónomas y los municipios.
1.3.3.3- Relaciones con el Derecho Civil

El profesor MORENO ARANDA, nos dice que “una de las características mas destacadas  de la crisis en las relaciones sociedad-naturaleza, es el progresivo y generalizado daño y deterioro que se produce sobre los componentes físico-naturales del ambiente, como resultado de la actividad humana”. Nosotros ampliamos esta visión al señalar, que el Estado a veces es victima de la parte contractual, cuando esta última actúa con dolo, tal y como lo define el Art. 2456CC
: “hay dolo con palabras o maquinaciones insidiosas de parte de uno de los contratantes, es inducido el otro a celebrar un contrato que, sin ellas, no hubiese hecho”. Actitudes que general la solicitud de la tutela jurídica, en este caso al Derecho Civil por ser la expresión formal de estas relaciones de intercambio.
1.3.3.4- Relaciones con el Derecho Agrario

Aquí encontramos una relación muy estrecha, porque tanto una disciplina como la otra tienen que ver con el mejor provecho y rendimiento de los recursos naturales, ya que como dice el profesor MORENO ARANDA el Derecho Agrario es el “derecho de la acción del hombre sobre la naturaleza, por cuanto, su esencia es crear instituciones que aseguren un nuevo sistema de relaciones entre el hombre y la naturaleza” en referencia al buen uso de los recursos naturales.
1.3.3.5- Relaciones con el Derecho Laboral
La nueva legislación laboral es favorable a la clase trabajadora, como una respuesta histórica a las relaciones injusta en el pasado, relaciones que van desde las condiciones higiénico-ambientales para la clase trabajadora como para el ambiente en cuanto a evitar desechos industriales que perjudiquen el medio ambiental. 
1.3.3.6- Relaciones con el Derecho Penal
Estas relaciones jurídico-penales son relativamente nuevas, pues el Código de 1974 a penas hacía referencias a la salud publica, pero nada en especifico con respecto al medio ambiente y los recursos naturales, lo que si fueron recogidos primero y de forma temporal por la ley 559 Ley Especial de delitos contra el medio Ambiente, derogada por el actual Código vigente, éste último recoge todo lo concerniente a los delitos contra el Derecho ambiental en el Título XV
. 
1.3.4- Derecho Ambiental Comparado Centroamericano
A partir de la década de los noventa, el área centroamericana entró en un período de paz relativa, pues en el marco de los Acuerdos conocidos como Esquipulas se dieron logros en caminados a la integración de la región, lo que permitió en gran medida el funcionamiento la Comisión Centroamericana de Ambiente y Desarrollo
. Estos logros han sido mínimos debido a las asimetrías e inequidades económico-sociales existentes entre cada uno de los países; lo que sumados a los conflictos políticos como el golpe de Estado en la República de Honduras han hecho difícil la conformación de un proyecto regional más homogéneo no sólo en la económico, sino en cuanto al medio ambiente. 
En la región ha predominado, pues, una heterogeneidad legislativa con respecto al tema que nos ocupa, y así nos lo confirman Grethel AGUILAR y Alejandro IZA, en su estudio elaborado sobre esta materia al indicar, que en los países del área existe “un enfoque sectorial tendiente a dar un tratamiento separado a los recursos naturales”. Legislándose en cada país “sobre asuntos relacionados con la protección de la fauna, de la flora de los bosques y del agua”. Reconociendo que en gran medida se ha regulado las “actividades contaminantes desde diferentes frentes: el de la salud del ser humano, el de la protección al ambiente, el de la agricultura”
. 

Apoyándonos en los estudios en mención efectuaremos un resumen comparado con respecto a las disposiciones y reformas constitucionales en cada uno de los países centroamericanos. Por ejemplo, a partir de la década de los ochenta: en Nicaragua, como en Panamá y Costa Rica
 se reconoce con claridad el derecho a disfrutar de un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Emanan declaraciones en favor  de los recursos estratégicos entre ellos sobre: aguas, zona marítima, plataforma continental, espacio aéreo, subsuelo, recursos naturales no renovables.

La Constitución panameña y sus reformas ─1972─ dedica una sección completa denominada “Del Régimen Ecológico”, en donde se estableció como deber fundamental del Estado el garantizar un ambiente sano y el equilibrio ecológico. Incluye, además, el deber de prevenir la contaminación del ambiente y la obligación de reglamento, el aprovechamiento de la fauna, bosques, tierras y aguas, siendo una de las constituciones que mejor recoge la defensa del medio ambiente en Centroamérica.

En el caso de Honduras, la Constitución de 1982 reconoció el derecho a la protección de la salud y la obligación del Estado de conservar el ambiente. Se declaró de utilidad y necesidad pública la explotación técnica y racional de los recursos naturales y señala que el Estado es el cargado reglamentar su aprovechamiento. La reforestación del país y la conservación de bosques se declararon de conveniencia nacional y de interés colectivo. Por su parte Nicaragua, en su Constitución de 1987 y sus Reformas de 1995, también ha seguido esta línea al establecer el derecho de los nicaragüenses a la salud y la obligación del Estado de cumplir con esta tarea. 

Esta misma Constitución en su artículo 60 estableció el derecho de los nicaragüenses a un ambiente saludable, para lo cual el Estado tiene la obligación de preservar, conservar y rescatar el medio ambiente y los recursos naturales. Así mismo estableció, el deber del Estado de desarrollar materialmente al país, suprimir el atraso, mejorar las condiciones de vida del pueblo y realizar una distribución cada vez más justa de la riqueza ─Art. 98Cn─. Por su parte el artículo 102Cn, establece que “la preservación del ambiente, la conservación, desarrollo y explotación racional de los recursos naturales corresponden al Estado, aunque éste podrá celebrar contratos de explotación racional de estos recursos, cuando el interés nacional lo requiera”.

En El Salvador, la Constitución de 1983 declaró de interés social la protección, restauración, desarrollo y aprovechamiento de los recursos naturales; mientras que en Guatemala la Constitución del mismo año declaró de interés nacional la conservación, protección y mejoramiento del patrimonio natural. En Costa Rica, la Constitución de 1949 fue reformada en su artículo 50 en 1994, e indica el derecho de todo ciudadano a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Estableció, además, que las personas están legitimadas para denunciar los actos que infrinjan el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado y para reclamar la reparación del daño causado, siendo el Estado el que garantice, defienda y preserve ese derecho. 

Concluimos este acápite con la visión de que, a pesar del sectorialísmo imperante, los sistemas jurídicos centroamericanos, tanto en lo constitucional como las leyes de carácter administrativas, privado y penales, están en función de una visión  no sólo local, regional y continental, sino universal, pues cada país y región está en el deber de concatenar sus esfuerzos en defensa del medio ambiente y sus recursos naturales. 
CAPÍTULO II
EFECTOS JURÍDICOS DEL DERECHO AMBIENTAL Y DEL DERECHO DE LOS RECURSOS NATURALES EN NICARAGUA
2. 1-   DE LAS COMPETENCIAS, ACCIONES Y SANCIONES EN MATERIA

          ADMINISTRATIVAS Y PENAL
2.1.1-      De la competencia.
Si bien cada Ministerio en el ámbito de su competencia es el órgano delegado, el Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales, MARENA
, es el encargado de la conservación, protección y el uso sostenible de los recursos naturales y del medio ambiente, de manera global o integral. Y para alcanzar sus objetivos, MARENA formula, propone, dirige y supervisa el cumplimiento de las políticas nacionales del ambiente tales como las normas de calidad ambiental y de aprovechamiento sostenible de los recursos naturales.

MARENA administra el Sistema de Evaluación de Impactos Ambientales y garantiza la incorporación del análisis de impacto en los planes y programas de desarrollo municipal y sectorial, como es el caso del Plan Nacional de Desarrollo. A través de su personal técnico, MARENA controla las actividades contaminantes y supervisa el Registro Nacional de Sustancias Físico químicas que afecten o dañen el medio ambiente, tareas que efectúa en coordinación con otras instituciones estatales. 
Con el Sistema Nacional de Prevención, Mitigación y Atención de Desastres, SINAPRED, trabaja en la prevención y control de desastres, emergencias y contingencias ambientales. Coordina el Sistema Nacional de Información Ambiental, SINIA, que sistematiza y divulga toda la información ambiental que se genera en el país.  Coordina  con  el  Ministerio  Agropecuario  y  Forestal  la  planificación  sectorial  y  las  políticas  de  uso  sostenible  de  los  suelos agrícolas,  ganaderos  y  forestales  en  todo  el  territorio  nacional.   Coordina  con  el  Ministerio  de  Fomento,  Industria  y  Comercio  ─MIFIC─  la  planificación  sectorial  y  las  políticas  de  uso  sostenible  de  los  recursos  naturales  del  Estado.  
Coordina  con  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  los  proyectos  y  programas  internacionales  de  carácter  ambiental,  en  lo  referente  a  los  intereses  territoriales  y  fronterizos  del  Estado. Formula  y  propone  contenidos  en  los  programas  de  educación  ambiental. Supervisa  el  cumplimiento  de  los  convenios  y  compromisos  internacionales  del  país  en  el  área  ambiental; y  previene  de  faltas  y  delitos  contra  el  medio  ambiente en coordinación con la Procuraduría de la República
.    
2.1.2. Acciones y Sanciones en Materia Administrativas
Al existir un enfoque sectorial tendiente a dar un tratamiento separado a los recursos naturales las violaciones serán consideradas y aplicadas por la institución que tenga a cargo el control de un recurso natural determinado, por ejemplo la Dirección General de Protección y Sanidad Agropecuaria ─adcrita al Ministerio de Agricultura y Ganadería de conformidad con la “ley básica de salud animal y sanidad vegetal”
─ considerará las violaciones de la forma siguiente: Leves, Graves y Muy Graves.
Cuando las faltas sean leves, la multa será de veinticinco mil Córdobas. En caso de ser reincidente, se le aplicará una multa de cincuenta mil córdobas;
por faltas graves, la multa será de cincuenta mil córdobas, más la suspensión temporal de sus operaciones de acuerdo al procedimiento que establezca el Reglamento de la presente Ley. 
De ser reincidente la multa será de cien mil córdobas; en los casos en que se trate de infracciones muy graves, la multa será de cien mil córdobas, más la clausura definitiva del establecimiento, decomiso de la totalidad del inventario y la cancelación del permiso de operaciones, así como la cancelación de las autorizaciones, registros, certificados y permisos de operaciones por un período de un año de acuerdo al procedimiento que señale el Reglamento de la presente Ley. Cuando se trate de reincidente, la multa será de ciento cincuenta mil córdobas más el cierre definitivo de sus operaciones.
Las personas naturales o jurídicas que fueren infraccionadas o sancionadas por el respectivo  Ministerio o Dirección General de los mismos, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, podrá interponer el correspondiente recurso  Administrativo de conformidad con el Art. 39 de la ley 290. Estableciéndose  el  Recurso  de  Revisión, este  recurso  deberá  interponerse  en  el  término  de  quince  días  hábiles  a  partir  del  día  siguiente  de  la  notificación  del  acto. El  escrito  de  interposición  deberá  expresar  el  nombre  y  domicilio  del  recurrente,  acto  contra  el  cuál  se  recurre,  motivos  de  la  impugnación  y  lugar  para  notificaciones conforme los Arts. 40 y 49. 
Es  competente  para  conocer  del  recurso  que  se  establece  en  el  Art,  39  de  la  presente  Ley,  el  órgano  responsable  del  acto. La  interposición  del  recurso  no  suspende  la  ejecución  del  acto,  pero  la  autoridad  que  conoce  del  recurso  podrá  acordarla  de  oficio  o  a  petición  de  parte,  cuando  la  misma  pudiera  causar  perjuicios  irreparables  al  recurrente, de conformidad con el Art. 42.  El  Recurso  de  Revisión  se  resolverá  en  un  término  de  veinte  días,  a  partir  de  la  interposición  del  mismo, de acuerdo al Art. 43.   
El Recurso  de  Apelación   se  interpondrá  ante  el  mismo  órgano  que  dictó  el  acto,  en  un  término  de  seis  días  después  de  notificado,  éste  remitirá  el  recurso  junto  con  su  informe,  al  superior  jerárquico  en  un  término  de  diez  días.  Este recurso  se  resolverá  en  un  término  de  treinta  días,  a  partir  de  su  interposición,  agotándose  así  la  vía  administrativa, lo que  legitima  al  agraviado  para recurrir ante la Sala de lo Contencioso  Administrativo o en su defecto hacer  uso  el  Recurso  de  Amparo . Lo  no  previsto  sobre  el  procedimiento  administrativo  en  la  presente  Ley,  se  regulará  de  conformidad  con  lo  que  establezca  la  ley  de  la  materia, Arts. 44, 45 y 46 de la L-290.   
2.1.2.1- Contencioso Administrativo

La pretensión ─acto fundamental─ procesal administrativa se dirige siempre a impugnar actos administrativos y disposiciones reglamentarias. En ella se solicita la nulidad, anulación o reforma de actos administrativos. En la demanda, el demandante se limita a solicitar al órgano jurisdiccional se inicie un proceso ─frente a la administración pública─ en relación con su pretensión, que se formula en el mismo acto o en un acto ulterior. 
2.1.3. Acción y Sanción en la Vía Civil
Tanto las sanciones administrativas como las penas jurídico penales, se aplican sin perjuicio de las responsabilidades civiles a fin de resarcir o reparar los daños y perjuicios en los términos previstos en las leyes. En las responsabilidades civiles derivadas por delitos y faltas se procederá conforme el Código Procesal Penal
, o en su defecto conforme la jurisdicción civil, es decir en base al Código Procesal Civil; interponiendo la demanda por escrito ante el juez competente de acuerdo a la cuantía
, por no existir jurisdicción especifica para las infracciones dañosas y perjudiciales medio ambientales.
Cuando hablamos de “acción” nos referimos a la acción procesal o Derecho a la tutela jurídica, es decir al derecho de obtener una sentencia favorable, o sea que, cuando se interpone la demanda ─que contiene la pretensión material─ se está iniciando un juicio
, el proceso, el cual concluye con el acto de decisión final: La sentencia, mediante la cual se resuelve por el órgano jurisdiccional las pretensiones y pedimentos de las partes en conflicto, se trata pues, de una declaración de voluntad del Estado, “lo declarado no es el querer del Juez, sino la voluntad de la ley”
.
Estas sentencias pueden ser objeto de recursos, los que pueden ser ordinarios ─revocatorios, reformas, apelación y revisión en tasación de costas─ y extraordinarios ─casación civil de forma y de fondo─. Las resoluciones susceptibles de apelación son las sentencias definitivas, interlocutorias ─ambas en primera instancia─, y los autos de ordenamiento o mera tramitación cuando alteren la substanciación o cuando recaen sobre trámites que no están expresamente ordenados por la ley, y /o den indebida intervención a una o más personas extrañas al juicio o incidente
.
2.3.4- Acción y penalización en la Vía Penal
La acción penal es ejercida por el Ministerio Público, y en su defecto por la Procuraduría de la República  ─ Art. 21L-411: Competencia. “La Procuraduría Penal representa al Estado en cualquier asunto, trámite o proceso penal en que el Estado sea ofendido”─, institución que es adscrita al Poder Ejecutivo con independencia funcional, teniendo a su cargo la representación legal del Estado, en este caso a través de la Procuraduría Ambiental en todas las acciones administrativas, civiles y penales relacionadas con la protección y defensa del medio ambiente y los recursos naturales, todo de conformidad con la Ley General del Medio Ambiente y los Recursos Naturales, su reglamento y demás leyes de la materia
. 

Igualmente el Ministerio Público tiene una Unidad Especializada que atiende los  Delitos contra el Medio Ambiente y los Recursos Naturales, artículo 4 numeral 7 del Reglamento de la Ley Orgánica de esta institución, delitos que son de acción público por lo que deberá promover la investigación y persecución "de oficio" o a "instancia de parte", por el Fiscal General de la República o el Adjunto en su caso, o bien, por los Fiscales Departamentales, Regionales, Auxiliares o por los Fiscales Especiales
. 
Al igual que la mayoría de las legislaciones latinoamericanas “los principios procesales aplicables a la jurisdicción ambiental son los mismos concebidos para los demás procesos”
 procesales penales ─legalidad, presunción de inocencia, respeto a la dignidad humana, derecho a la defensa, proporcionalidad, única persecución, finalidad del proceso, gratuidad y celeridad procesal, intervención de la victima, principio acusatorio, juez natural, jurado y oralidad, principio de oportunidad, libertad probatoria, licitud de la prueba y derecho a recurso
─, ya que al no existir una codificación ─sólo leyes sectoriales a los recurso naturales─ ambiental no hay principios específicos de la misma.
A pesar  de la complejidad procesal que representa este tipo de delitos, por tener que recurrir a las leyes de la materia ─norma penal en blanco
─, no es tratada por una jurisdicción especializada ─ jueces especializados en la materia ─ que funcione al menos en las cabeceras departamentales, ya no digamos en todo el territorio nacional y cuya competencia, prevalezca sobre la ordinaria. Le corresponde, pues, al Juez natural-penal conocer y revisar todos los conflictos derivados de la aplicación del Derecho Ambiental, primero previa presentación de la acusación por el fiscal o el procurador ambiental, el juez de audiencia ─preliminar o inicial─ quién, de ser admisible
, la remitirá al juez de juicio
 de conformidad con el Capítulo V del Título I del libro segundo referido a los procedimientos.
En cuanto a las penas, estas se impondrán con arreglo al Código penal, bien con carácter principal, bien como accesorias, las que son privativas de libertad, privativas de otros derechos y multa, y las mismas se clasifican en graves, menos graves y leves. Por ejemplo quien construya en lugares prohibidos  será sancionado con pena de prisión de seis meses a tres años, y si tal violación pone grave peligro al ambiente o a los bienes y la vida de la población, será sancionado con prisión de tres a seis años. En el primer caso de trescientos a seiscientos días multa, y en el segundo de seiscientos a novecientos días multa e inhabilitación especial por el mismo período para ejercer profesión, oficio, industria, comercio o derecho relacionados con la conducta delictiva en ambos casos.

Para quien altere el entorno o paisaje natural será sancionado con cien a trescientos días multa, y quien contamine el suelo y subsuelo será sancionado con pena de dos a cinco años de prisión y de cien a mil días multa y cuando con el objeto de ocultar la contaminación del agua, se utilicen volúmenes de agua mayores que los que generan las descargas de aguas residuales se le impondrá la pena de cuatro a siete años de prisión, en ambos casos las penas se reducirán en un tercio en sus extremos mínimo y máximo, cuando el delito se realice por imprudencia temeraria.

Por contaminar la atmósfera la sanción será de tres a cinco años de prisión y de cien a mil días multa; y quien traslade materiales y desechos tóxicos, peligrosos o contaminantes será penado con seis meses a tres años de prisión y de cien a quinientos días multa; igualmente quien almacene o manipule sustancias tóxicas, peligrosas, explosivas, radioactivas o contaminantes será sancionado con cien a mil días multa y prisión de tres a cinco años e inhabilitación especial por el mismo período. En los tres casos quien actúe por imprudencia temeraria se le reducirá  la pena en un tercio en sus extremos mínimo y máximo.


 Con los ejemplos aquí expuestos, podemos apreciar que los delitos van de grave ─de 5 a más años─ menos graves ─de 6 meses a 5 años─ y las leves ─ multa de hasta noventa días, entre otras penas─. Es así quien construya en lugar prohibido tiene una pena menos grave, pero si pone en grave peligro al ambiente se convierte en grave; igual situación pasa con quien contamine el suelo y subsuelo o use mayores volúmenes de agua para ocultar la contaminación agrava su delito pasando del de 2 a 5 años al de 4 a 7 años. Con respecto a la conducta imprudente ─atenuante─, como pudimos apreciar, la pena se reduce un tercio en sus extremos mínimo y máximo.
Un ejemplo de penas leve es la quien sin autorización de la autoridad competente, comercialice o venda especies de la fauna o flora silvestre que no estén catalogadas por la ley o disposición administrativa como especies en peligro de extinción o restringida su comercialización, será sancionado de cincuenta a cien días multa. Se exceptúa, la pesca o caza para el autoconsumo racional, cuando no se trate de especies o subespecies en vías de extinción o no se realice en parques nacionales, ecológicos o municipales y refugios de vida silvestre. Por otra parte el Art. 370Cp, nos habla de las circunstancia agravantes especiales
.
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CAPÍTULO III

NATURALEZA PENAL  DEL DELITO CONTRA EL MEDIO AMBIENTE Y LOS RECURSOS NATURALES
“El delito ambiental es un delito social, pues afecta las bases de la existencia social económico, atenta contra las materias y recursos indispensables para las actividades productivas y culturales, pone en peligro las formas de vida autóctonas en cuanto implica destrucción de sistemas de relaciones hombre – espacio”
.
A lo largo del presente trabajo investigativo, hemos podido apreciar que la competencia sobre el ambiente y los recursos naturales la ejerce el Derecho administrativo, por consiguiente el “Derecho penal es auxiliar de las prevenciones administrativas, que por sí solo carece de aptitud para ser un arma eficaz frente a las conductas de efectos negativos para el entorno en general; este Derecho, no es evidentemente el único recurso con que cuenta el ordenamiento jurídico para la corrección de las conductas que se consideran infractoras del mismo, pero sí representa el instrumento más grave”
. 
Lo anterior significa,  como bien nos lo señala el académico COLUMBUS MURAT, que “solo deben aplicarse sanciones penales en aquellos casos en los cuales, o bien no es suficiente la tutela que puede ofrecer otro sector del ordenamiento jurídico, o bien porque la gravedad del hecho cometido denuncia como inoperantes otras medidas que no sean las penales”. Tal afirmación, nos lleva a interpretar, que estamos ante una autonomía relativa del Derecho penal o sea que no está totalmente subordinada a lo que disponen las leyes no penales, pues, como nos dice BLOSSIERS HÜME
, “antes de prever una pena, es el propio ordenamiento penal el que indica el ámbito de los comportamientos acreedores de tales penas”.
Pero esa pérdida de autonomía, no significa que el Derecho penal sea secundario del Derecho ambiental y del Derecho de los recursos naturales, sino más bien el primario, por su “papel de protección, y accesorio en cuanto a su función tutelar que solo puede realizarse apoyando las normativas administrativas que de modo principal y directo, regula y ampara la realidad ambiental"
. El delito ambiental, es pues, el "Hecho antijurídico, previsto por el derecho positivo, lesivo del derecho al ambiente”
, donde el equilibrio ecológico y la calidad de vida son el bien jurídico protegido.
3.2- Ley 559 Ley Especial de Delitos contra el Medio Ambiente

Esta ley tenía carácter temporal, o sea que su vigencia estaba condicionada a la aprobación del nuevo Código, y su promulgación se fundamentó en la necesidad de “tomar medidas urgentes y coercitivas ante los impactos ambientales negativos y prácticas que violentan normas elementales de comportamiento y convivencia social, principios de ética y humanitarios, que se incrementan cada día, para lo cual es necesario establecer la tipificación de algunas acciones más relevantes como delitos en contra del ambiente y los recursos naturales, mediante una legislación especial que permita frenar el avance acelerado de la degradación y pérdida de nuestros ecosistemas”
.

ALEXÁNDER CENTENO QUINTERO, en su monografía “Ley de Delito Ambiental-559”, afirma “por primera vez en la  historia de Nicaragua, la cárcel y no sólo la multa y la sanción administrativa, pende sobre la cabeza de quienes cometan delitos contra el medio ambiente... Las causales para ir a dar  a la cárcel pueden ir desde la simple quema de  basura o de llantas en el barrio… Los directivos o representantes de personas jurídicas, compañías o sociedades que se vean involucrados directamente en delitos contra el ambiente y los recursos naturales, responderán con su patrimonio personal cuando el de la persona jurídica, sociedad o compañía sea insuficiente para cubrir la reparación del daño o la indemnización correspondientes"
.
Sin embargo, la realidad es otra, pues los delitos contra el medio ambiente y los recursos naturales  siguen a la orden del día, para muestra un botón: “El 17 de Febrero del 2010, el Comité Pro Defensa Cerro Mokorón, Pobladores, Lideres Comunitarios y el Centro Humboldt, presentaron denuncia ambiental ante la Procuraduría General de la República, la Fiscalía General, Asamblea Nacional, Ministerio de Ambiente y Alcaldía de Managua contra el General de Brigada y Abogado Oscar Salvador Balladares Cardoza, por provocar daños ambientales en el margen interno del Cerro Mokorón”
.

Si bien los delitos contra el medio ambiente y los recursos naturales  deben ser penalizados con forme la legislación jurídico penal como aspiraba CENTENO QUINTERO, en su monografía arriba citada; la Procuraduría General de la República en base al “principio de intervención minima” llega a acuerdos con los infractores en nombre del Estado… “Se han comprometido a realizar las reparaciones del pasivo ambiental y daños que habían sido identificados y de forma “amistosa” hemos llegado a acuerdos reconociéndose el pasivo ambiental a favor del Estado nicaragüense”. De acuerdo a las informaciones Shell de Nicaragua S. A. se comprometió a subsanar el daño ambiental ocasionado al suelo, subsuelo y manto acuífero en el sector del hotel Camino Real
.
3.3- Nueva Legislación Penal Ambiental y de los Recursos Naturales

Era inevitable, que la ley 641 Código Penal, incorporara en su articulado, parte especial Título XV los delitos contra la naturaleza y el medio ambiente   independientemente de la complejidad que ello representa ya que es imperante una solución a la puesta en peligro o daño a la salud, a los recursos naturales, a la biodiversidad, a la calidad del agua o de los ecosistemas en general; saqueos, trafico ilegal de las especies en peligro de extinción por la vía jurídico-penal. Lo que constituye, según ANTONIO VERCHER NOGUERA
, “una conexión Derecho-medio ambiente, postulado del que en absoluto se puede prescindir”. 
El Derecho penal de medio ambiente, como lo hemos comentado ya, constituye la respuesta primaria o básica del ordenamiento jurídico a las más graves vulneraciones del equilibrio de la naturaleza, sin perjuicio del importante papel que en este orden de cosas desempeña el Derecho administrativo sancionador, ejemplificado en el arreglo al que llegó la Procuraduría General de la República con Shell de Nicaragua S. A., y cuando hablamos de las más graves vulneraciones nos referimos a aquellas que tienen un valor de rango constitucional, puesto que el derecho a disfrutarlo y el deber de conservarlo aparecen proclamados en los artículos 60 y 102 de la Norma fundamental.
Es en este contexto que debemos ver al  nuevo Código penal aprobado el dieciséis de noviembre de dos mil siete, mismo que comprende cuatro capítulos el de construcciones prohibidas, el de los delitos contra el medio ambiente y los recursos naturales, un tercero más específico, pues es también parte del segundo, el delitos contra los recursos naturales, y el referido al maltrato a animales. Se trata, pues “de la protección de bienes jurídicos colectivos, universales o institucionales, recurriendo al sistema de delitos de peligro
. Quedando en segundo plano, la protección de los intereses individuales”
.
Razón por la cual previene, protege, penaliza aquellas conductas que afectan en general a cualquier elemento del medio ambiente ─flora, fauna, agua, aire─; aquellas otras que suponen una lesión directa a especies protegidas, tanto en la fauna como en la flora; y por último, aquellas que implican una urbanización irregular o una utilización abusiva del suelo ─Art.363 y 364─ que alteren el entorno o paisaje natural. Conductas delictivas que presentan en común un mismo bien jurídico protegido: El medio ambiente natural y sus recursos naturales.
Concluimos este acápite ratificando que el Derecho penal ha de ser la “última ratio” o sea el último recurso al que hay que acudir a falta de otro menos leve, pues si la protección de la sociedad, el ambiente y los recursos naturales puede conseguirse en ciertos casos con medios menos lesivos y graves que los penales, no es preciso ni se debe utilizar estos, sobre todo tomando en cuenta la complejidad de la problemática ambiental, de la prueba intrincada y de las sentencias difíciles.
CONCLUSIONES

1.- Las transformaciones de índole político que han acontecido en Nicaragua a partir de la revolución Popular Sandinista, y mas tarde con la promulgación de la Constitución Política de 1987 y sus reformas han dado como resultado la modernización del Estado y la creación de leyes de desarrollo económico y ambiental; trayendo consigo, entre otras cosas, el Sistemas de Evaluación Ambiental
. 
2.- Nuestra legislación ambiental, si bien es muy rica y actualizada, es dispersa situación que favorece a los depredadores del medio ambiente y los recursos naturales, razón por lo que, se hace necesario una compilación es este sentido a fin, no sólo de buscar cierta uniformidad, sino para aunar los esfuerzos, y así lograr la eficiencia y  eficacia de dicha legislación.

3.- Es innegable que el desmedido y desmesurado aprovechamiento de los recursos naturales ha generado grandes desequilibrios  como el cambio climático, el efecto invernadero, la degradación de los recursos hídricos y la deforestación, entre otros daños a la naturaleza con efectos nocivos para la humanidad como la sequía que está experimentando el territorio nicaragüense, encareciendo al mismo tiempo la energía eléctrica al tener que hacer mayor uso del petróleo, convirtiéndose en un ciclo sumamente peligroso.

4.- Estos males dieron origen al Derecho ambiental, que tiene como punto de partida el Derecho Administrativo, a través de instituciones clásicas del sector  público, referidas: a la autorización y/o concesión, inspección y vigilancia. Aspectos que se viene a complementar con el Derecho Penal y el Derecho Civil o Privado ─para exigir la responsabilidad por daños al medio ambiente─. 
RECOMENDACIONES

1.- Es recomendable, al menos en Managua un Juzgado Ambiental, experiencia que países como Brasil
 a dado muy buenos resultados.
2.- Tomando en cuenta que el litigio ambiental se caracteriza por referirse a bienes colectivos, supra individúales, indivisibles, vinculados con la comunidad, es recomendable capacitar a los Jueces y fiscales en esta rama del Derecho ambiental y en especial en el penal-ambiental
.
3.- A los Fiscales ambientales se les debe dotar de un ámbito de competencias más amplio del que ahora tienen, abarcativo no sólo de funciones de investigación penal, sino también de atribuciones en el ámbito de la actuación civil, y de ser posible en el administrativo.
4.- Es recomendable la Codificación de las leyes ambientales, así como celebración de convenios entre el Ministerio Público, CSJ y las instituciones como MARENA, que tienen técnicos y científicos relacionados con la materia ambiental en función de asistencia recíproca. 

5.- Si bien nuestro sistema educativo ha incorporado en sus planes de estudio el medio ambiente y los recursos naturales, es recomendable la actualización sistemática de dichos planes.
6.- La ley contra el crimen organizado actualmente en discusión en la Asamblea Nacional, debe contemplar los delitos contra el ambiente y los recursos naturales.

[image: image3.png]



Tomada de www. Living-history-nicaragua. Com/imágenes/com…

Autor:

Abelardo Elias Bojorge 

abelardobojorge@yahoo.com
� ÑIQUE ÁLVAREZ, Manuel; Diccionario Ecológico; Ambiente: “sistema de elementos bióticos, socioeconómicos, culturales y estéticos que interactúan entre sí, con los individuos y con la comunidad en la que viven determinando su relación y sobre vivencia”.


� IBIDEM; Recursos Naturales: Elementos que dan a un país potencialidad y riqueza. Se suelen dividir en renovables y no renovables.


� JIMENES HUERTA, Mariano; La Tipicidad; Documento proporcionado por la Dra. Magistrada del Tribunal de Apelaciones, QUEZADA, Martha: “Es la  figura abstracta e hipotética contenida en la ley, que se manifiesta en la simple descripción de una conducta o de un hecho y sus circunstancias. Es la descripción legar del delito. La figura delictiva creada por el Estado a través de una norma jurídica. La descripción del comportamiento antijurídico”.


� CÓDIGO PENAL, Ley 641; Título XV, Capítulo II Delitos contra el Medio Ambiente y los Recursos Naturales ─Art. 365 al 372Cp.─ Capítulo III Delitos  contra los Recursos Naturales ─Art.373 al 390Cp.─ y  Capítulo IV Maltrato a Animales ─Art. 391Cp.─.


� ÑIQUE ÁLVAREZ, Manuel; Diccionario Ecológico;  Recursos que son explotados por el hombre y que tienen capacidad para autorregenerarse pero que no están en cantidades infinitas. Estos pueden pasar a constituirse en no renovables cuando la velocidad de utilización es mayor que la taza de renovación.


� IBIDEM; Recursos que carecen de capacidad autorregenerativa. Los recursos naturales constituyen la riqueza biogeoquímica de una nación. 


� IBIDEM; Desarrollo que satisface las necesidades de la generación presente sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades. Desarrollo que mejora la calidad de vida humana sin rebasar la capacidad de carga de los ecosistemas que lo sustentan.


� Filósofo y escritor español ─1883-1955─.


� LUZÓN PEÑA, Diego Manuel; El Derecho Penal; El Ius Puniendi; Pág.: 25.


� Para KELSEN, toda norma jurídica se expresa a través de una "proposición hipotética" que prevé una sanción en determinadas condiciones, ya que obliga a un comportamiento específico con respecto a los demás individuos, constituyendo una mera garantía. El deber Ser y la sanción prevista al delincuente de ese deber Ser es la premisa fundamental. De ello deriva la independencia de la norma, incluso para liberarla de validez con respecto a las situaciones de hecho.  


� MARX HEINRICH, Karl; “manuscrito económico-filosóficos” y en “la Ideología alemana”, escrita la primera en 1844 y la segunda 1845.


� EL MUNDO; Atlas Universal; Editorial Sol 90, SL., Barcelona ─España─ 2004, Pág.:74.


�ÑIQUE ÁLVAREZ, Manuel; Denominación que se da a los compuestos de la familia conocida químicamente como dibenzo-o-dioxinas. Poseen alta toxidad ─descrito como el “compuesto más tóxico producido por el hombre”─ y persistencia. Se forma en la elaboración de ciertos herbicidas.  


�OCEANO; Diccionario Enciclopédico; Pág.: 1558: Lesión física o psíquica que origina una deficiencia orgánica en la defensa contra las enfermedades. Se hizo conocido como el agente tóxico de las emisiones de Seveso, Italia y como el contaminante del agente Naranja empleado en la guerra de Vietnam. Las dioxinas  nunca han sido fabricadas deliberadamente, y no tienen usos específicos. Pero surge como contaminantes de gran número de productos y procesos de fabricación en que hay fenoles clorados, como el herbicida 2 4 5-T. Se han producido contaminaciones al quemarse equipos de aislamiento eléctrico que contenían PCBs. También se han producido dioxinas por la incineración incompleta de residuos clorados y basura doméstica.


� OCEANO; Diccionario Enciclopédico; Pág.: 1558: “Producto sin elaborar, en bruto,  que la industria transforma en otro material o artículo acabado para el consumo”.


� GRANADOS DOÑA, Haydee; Historia de Nicaragua en el contexto mundial; IMPRIMATUR, Arte Gráficas, Pág.: 42 y 43.


� OCEANO; Diccionario Enciclopédico; Pág.: 20 “Medida agraria inglesa, equivalente a  40, 47 áreas”.


� HUMBOLDT, Explotación Minera y Forestal, 21 febrero 20010; http//www.humboldt.org.ni/incidencia/mineria.htm 


� IDEM: La Dirección General de Calidad Ambiental ─DGCA─ de MARENA, reporta una generación de por lo menos 60 millones de metros cúbicos de aguas residuales que se descargan en el Pacífico sin tratamiento alguno.


� Dirección Específica de Biodiversidad del MARENA.


� WIKIPEDIA, Diccionario libre; Concepto de Medio Ambiente, 21 de febrero 2010.


� IBIDEM, Pág.: 155: “Palabra que se pronuncian sin acento prosódico”.


� Abogado y Notario Público; Especialista en Legislación Ambiental y Municipal.


� MORENO ARANDA; J. Francisco; Derecho Ambiental y Ecológico; octubre, 2004; Pág.: 36: “Diversos autores no están de acuerdo con la tesis de considerar a la tierra con su topografía y pendientes como recursos naturales, de igual forma no están de acuerdo en considerar como recursos naturales autónomos a los geotérmicos, porque los vapores endógenos son parte de un estado físico del agua; son un estado del agua dentro del gran ciclo hidrológico”.


� MORENO ARANDA; J. Francisco; op.cit., Pág.: 57.


� OCEANO; Diccionario Enciclopédico; Pág.: 818: “Médico, con él comienza la superación de las prácticas religiosas y supersticiosas en el ámbito de la medicina, y la observación científica natural. Influyó de modo decisivo en la medicina antigua y a través de Galeno, en la medicina medieval.


� IBIDEM, Pág.: 1543.: “Médico ingles. Realizó importantes estudios sobre el reumatismo y describió la corea que lleva su nombre”.


� Médico Italiano, estudió la anatomía, y la malaria.


� Otro antecedente interesante es la “demanda dirigida en 1868 al Ministro de Relaciones Exteriores del Imperio Austro-Húngaro, formulada por un grupo de agricultores, quienes preocupados por la depredación de las aves insectívoras llevada acabo por la industria del plumaje. En dicha demanda se solicitaba al Emperador, la suscripción de un tratado internacional para proteger a las aves. En 1872, el Consejo Federal Suizo, planteó la creación de una Comisión Internacional para la redacción de un Acuerdo en materia de  protección de estas aves. En 1884 la Comunidad Ornitológica Internacional en Congreso convocado en Viena, planteó las mismas inquietudes; y 1902 en Paris, se firmaron los primeros Acuerdos Internacionales para la protección de las aves útiles para la agricultura”.  





� MORENO ARANDA; J. Francisco; op.cit., Pág.: 58.


� ÍDEM.


� ÍDEM.


� BRUNDTLAND, Gro Harlem; op. cit., Pág. : 15.


� Organización Meteorológica Mundial; Convenio Marco de la ONU sobre el cambio climático, Convenio Marco de la ONU de la lucha contra la desertificación, Convenio de Viena para la protección de la capa de ozono, Convenio sobre la diversidad biológica, Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos fronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación, Convenio sobre la contaminación atmosférica transfronteriza a larga distancia, Convenio para la protección del medio marino y de la región costera del mediterráneo ─Convenio de Barcelona─, convenio sobre la pronta notificación de accedentes nucleares, convención sobre asistencia en caso de accidente nuclear o emergencia radiológica.


� MORENO ARANDA; J. Francisco; op.cit., Pág.:58.


� Abogado Chileno; Consultor de PNUMA-ORPALC, experto en Derecho Ambiental ─1934-2004─.


� El carácter multidisciplinario e interdisciplinario del Derecho Ambiental, reconoce la interrelación física y económica existente entre cada ecosistema, de las diferentes especies de recursos naturales entre sí y con los demás elementos ambientales.


� El Derecho ambiental se dirige a todos los sujetos en cuanto usuarios o productores de residuos contaminantes, pero al mismo tiempo, víctima de la contaminación que globalmente produce. Este problema ha dado lugar a que se adopten estrategias generales, y horizontales, que integran las acciones en términos científicos, políticos y prácticos sobre derecho ambiental.


� MORENO ARANDA; J. Francisco; op.cit., Pág.:64.


� PEÑA CHACÓN, Mario; Delitos Contra el Medio Ambiente: “se trata de intereses individuales pero a la vez diluidos  en conjuntos más o menos extensos y amorfos de personas que comparten un interés, y por ende, reciben un beneficio o un perjuicio, actual o potencial, más o menos igual para todos, por lo que con acierto se dice que se trata de intereses iguales de los conjuntos de personas que se encuentran en determinadas situaciones y, a la vez,  de cada una de ellas”.


� GACETA, Nº 05 del 09 de enero de 1987.


� CHACÓN PEÑA, Mario; Jurisdicción ambiental en el  Nuevo Código Procesal  General;


� MORENO ARANDA; J. Francisco; op.cit., Pág.: 36.


� ÍDEM.


� GACETA Nº 169 del 04 de noviembre de 2009:.. También define que el agua es un recurso finito y vulnerable esencial para la existencia y el desarrollo, constituyendo un recurso natural estratégico para el país y por lo tanto su acceso es un derecho asociado a la vida y a la salud humana que debe ser garantizado por el Estado al pueblo nicaragüense.


� GACETA No. 68, del 23 de Marzo de 1939.


� GACETA, Nº 16, de 22 de enero de 1948. 


� GACETA, Nº 235 del 06 de noviembre de 1950.


� GACETA, Nº 89 del 24 de abril de 1974.


� Archivo del Doctor ALVAREZ LEJARZA, Emilio.


� DECRETO Nº 297; de 01 de abril de 1974; Publicado en la GACETA Nº 96 de 03 de mayo de 1974.


� Aprobada el 19 de noviembre de 1986, y publicada en la GACETA Nº 05 de 09 de enero de 1987.


� DECRETO Nº 557; aprobado el 20 de diciembre de 1960; publicada en la GACETA Nº 32 del 07 de Febrero de 1961.


�  Aprobado el 15 de marzo de 1979; publicado en la GACETA Nº 67 del 20 de marzo de 1979.


� DECRETO Nº 1254; aprobado el 17 de mayo de 1983; publicado en la GACETA Nº 125 del 01 de junio de 1983.


� LEY Nº 168; publicada en la GACETA Nº 168 del 02 de junio de 1994.


� LEY Nº 195, aprobada el  26 de abril de 1995; publicada el la GACETA Nº 118 del 26 de junio de 1995.


� LEY Nº 217; aprobada el 27 de marzo de 1996; publicada en la GACETA Nº 105 del 06 de junio de 1996.


� Leyes 40 y 261 del 28 de junio 1988; GACETA Nº 162 del 26 de agosto de 1997; Artículo 6: “Los Gobiernos Municipales tienen competencia en todas las materias que incidan en el desarrollo socio-económico y en la conservación del ambiente y los recursos naturales de su circunscripción territorial”…


� LEY Nº 286, aprobado el 18 de marzo de 1998; publicada en la GACETA Nº 109 del 12 de junio de 1998.


� LEY Nº 291; aprobada el 16 de abril de 1998; publicada en la GACETA Nº 136 del 22 de julio de 1998.


�Op-Cit; Leyes 40 y 261.


� LEY Nº 342, aprobada el 28 de marzo de 2000; publicada en la GACETA Nº 102 del 31 de mayo de 2000; Ley Creadora de la Asignatura del Medio Ambiente y los Recursos naturales.


� Aprobada el 14 de noviembre de 2001; publicada en la GACETA Nº 244 del 24 de diciembre de 2001.


� LEY Nº 443; aprobada el 24 de de octubre del 2002; publicada en la GACETA Nº  222 del 21 noviembre del 2002; ley de explotación de recursos geotérmicos.


� LEY Nº 472; aprobada el 09 de septiembre del 2003; publicada en la GACETA Nº 192 del 10 octubre del 2003.


� LEY Nº 462; aprobada el 26 de junio del 2003; publicada en la GACETA Nº 168 del 04 de septiembre de 2003; Ley de Conservación, Fomento y Desarrollo Sostenible del Sector Forestal


� LEY Nº 487; aprobada el 29 de abril del 2004; publicada en la GACETA Nº 87 del 05 de mayo de 2004.


� LEY Nº 559; aprobada el 26 de de octubre de 2005; publicada en la GACETA Nº 225 del 21 noviembre del 2005.


� También serán penalizados  los empleados o funcionarios públicos, quienes violenten  lo dispuesto en el Estudio de Impacto Ambiental ─EIA─ o de información falsa al Estudio de Impacto Ambiental, o al funcionario que permita información Falsa sobre el Impacto Ambiental. Los Artículos siguientes penalizan: el aprovechamiento ilegal de recursos naturales, el desvío de corrientes de aguas o quien impida el aprovechamiento de las mismas, a quienes se dediquen a la  pesca en época de veda o trasigue y descarte en alta mar o pesque sin dispositivos de conservación o lo haga con explosivos, no se podrá pescar con bandera no autorizada. Esta ley también penalizaba, captura de especies de la biodiversidad y  caza de animales en peligro de extinción, así como su comercialización, los incendios forestales y la tala rasa y veda  forestal entre otros delitos.


� Publicada en la GACETA Nº 83, 84, 85, 86 y 87 del 5, 6, 7,8 y 9 de mayo de 2008.


� LEY Nº 626; publicada en la GACETA Nº 159 del 21 de agosto de 2007.


� LEY Nº 647, publicada en la GACETA Nº 62 del 03 de 2008: Siendo relevante, la adición de los siguientes concepto: adaptación al cambio climático, auditor ambiental, cambio climático, consumo sostenible, estudio de impacto al cambio climático,  evaluación ambiental estratégica ─EAE─, gases de efecto invernadero, mitigación del cambio climático, pago por servicios ambientales, prevención de desastres, producción más limpia, proyectos especiales, recursos naturales no renovables recursos naturales renovables, servicios ambientales, tecnología limpia, vulnerabilidad al cambio climático, zona de amortiguamiento y zona de recarga hídrica al artículo 5.  En esta reforma creó el Sistema Nacional de Áreas Protegidas ─SINAP─, que comprende todas las áreas protegidas declaradas a la fecha y las que se declaren en el futuro. A este sistema se integran con sus regulaciones particulares las Reservas Silvestres Privadas, así como los instrumentos legales, de gestión ambiental y administrativos requeridos para su desarrollo. La protección de los recursos naturales del país es objeto de seguridad nacional, así como, de la más elevada responsabilidad y prioridad del Estado, dentro de ese espíritu en las áreas protegidas se establece veda para el recurso forestal total y permanente. Art. 17. Se adicionaron dos numerales ─7 y 8─ al Art. 18, afín de  promover el desarrollo local sostenible fomentando la tecnologías limpias para el mejoramiento y el aprovechamiento racional y sostenible de los ecosistemas naturales, así como para potenciar de forma sistémica los servicios ambientales que proveen las áreas protegidas para el beneficio de los habitantes de la zona, la economía nacional y el desarrollo sostenible. Se estableció que  el MARENA, será la institución competente para la administración, normación, autorización de actividades, supervisión, monitoreo y regulación en las áreas protegidas que integran el SINAP. Art.22. Se estableció una Zona de Amortiguamiento colindante o circundante a cada Área Protegida, para lo cual se deberá proceder de la siguiente forma: 1) En el caso de declaración de nuevas áreas protegidas, la zona de amortiguamiento se establecerá en su Ley creadora. 2) Cuando existan áreas protegidas ya declaradas, que no cuenten con zonas de amortiguamiento se estará sujeto a lo dispuesto en el Plan de Manejo aprobado o que se le apruebe de conformidad a lo establecido en el Art. 8 de esta Ley.  Para un efectivo control, monitoreo y seguimiento que garantice el desarrollo sostenible en las zonas de amortiguamiento, se deberán crear los instrumentos que sean necesarios con la participación y en coordinación con las instituciones y/o actores que tienen incidencia en la zona.  Art.24.  Se modificó el nombre de la Sección IV del Capítulo II, así como los artículos 25) que establece que el Sistema de Evaluación Ambiental será administrado por el MARENA en coordinación con las instituciones que correspondan; 26) y que los Planes y Programas de Inversión y de Desarrollo Municipal y Sectorial estarán obligados a realizar una Evaluación Ambiental Estratégica ─EAE─, y el 27) Los proyectos, obras durante su fase de preinversión, ejecución, ampliación, rehabilitación o reconversión que por sus características pueden producir deterioro al medio ambiente o a los recursos naturales, deberán obtener previo a su ejecución, el Permiso o Autorización Ambiental. Se adicionaron tres nuevos artículos a la Sección IV, del Sistema de Evaluación Ambiental, el Art. 31 que habla de solicitar a la Municipalidad el correspondiente Permiso Ambiental, previo llenado del formulario ambiental establecido por el MARENA. Los Consejos Regionales Autónomos y los Gobiernos Municipales evaluarán la solicitud para aprobar o denegar dicho permiso; el Art. 32 nos dice, que todas persona natural o jurídica que no cumpla con disposiciones, serán sancionadas por el MARENA, sin perjuicio de las acciones de orden civil o penal, y el Art. 33 establece la Fianza Ambiental como garantía financiera, a favor del Estado, tiene como finalidad garantizar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el Permiso Ambiental y el resarcimiento de los costos por los daños ambientales causados. Se restableció la vigencia de los Arts. 44 y 45, que fueron derogados por la Ley No. 257, "Ley de Justicia Tributaria y Comercial", aprobada por la Asamblea Nacional el 15 de Mayo de 1997 y publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 106 del 6 de junio de 1997 que pasan a ser los artículos 47 y 48 respectivamente, igualmente se reformó el Art. 48, indicando que se exonerara de impuestos de importación a los equipos y maquinarias conceptualizados como tecnología limpia en su uso, previa certificación del MARENA. Mediante el Art. 57 se  creó el Sistema de Valoración y Pagos por Servicios Ambientales, como instrumento de gestión ambiental, con el fin de valorar y establecer un pago por los servicios, así como, generar financiamiento e incentivos para la promoción de la conservación, preservación y uso sostenible del ambiente y los recursos naturales. El Art. Art. 58 establece la Auditoría Ambiental y  Art. 59 nos dice que el Reglamento de la presente Ley, regulará el procedimiento administrativo para realizar las auditorías ambientales, las cuales serán programadas directamente por las autoridades competentes, las que a su vez serán responsables del monitoreo y seguimiento de los resultados de las mismas. El Poder Ejecutivo deberá formular e impulsar una Política de Adaptación al Cambio Climático, orientada Impulsar los mecanismos de adaptación de las poblaciones vulnerables, mediante la implementación de planes y estrategias a nivel regional y nacional; fortaleciendo las capacidades institucionales y de los grupos de actores en la gestión del cambio climático, y  así como desarrollar las capacidades para un mejor entendimiento y conocimiento de los efectos del cambio climático, de igual forma promover y apoyar la disponibilidad e intercambio de información contribuyendo así al monitoreo, seguimiento y evaluación de la variabilidad climática a fin de mitigar este fenómeno, utilizando para ello los mecanismos creados por la Convención Marco de Naciones Unidas. Art. 60. El Art. 61 reafirma que MARENA, es la máxima autoridad competente en materia de seguridad por efectos de sustancias químicas contaminantes.; y Art. 62 crea la Comisión Nacional de Seguridad Química, coordinada por el MARENA e integrada por las demás instituciones involucradas; por su parte el Art. 63 establece que el registro, regulación y control de plaguicidas en el Ministerio Agropecuario y Forestal ─MAGFOR─, requiere de previo la obtención de los avales toxicológicos y ecotoxicológicos, emitidos por el MINSA y el MARENA respectivamente.  Se adicionaron dos nuevos párrafos al artículo 138, que por reordenamiento pasó a ser el Art. 148, que dicen: A los jueces civiles o penales se les pondrá en conocimiento de la apertura del proceso administrativo por parte de la autoridad competente. Mientras no finalice el proceso iniciado, los judiciales no podrán adoptar ni aplicar medidas precautelares de secuestro o embargo preventivo sobre los bienes y demás instrumentos retenidos, so pena de cometer prevaricato. La autoridad competente deberá iniciar de oficio el proceso administrativo una vez que, previa verificación, tenga conocimiento de la infracción por cualquier medio de comunicación o por inspección técnica que esta realice, sin perjuicio de la participación de la Procuraduría Ambiental de conformidad a lo establecido en el Art. 10 de esta Ley. Se reforma el Arto. 149, que por reordenamiento pasa a ser el Art. 160: Las infracciones a la presente Ley y sus Reglamentos, serán sancionadas administrativamente en forma gradual con las sanciones siguientes: 1) Advertencia por notificación de autoridad competente, valorada bajo un criterio de evaluación de la magnitud del impacto ambiental, estableciendo las medidas y el tiempo para la corrección de los factores que deterioren el ambiente. 2) Multa cuya cuantía será establecida teniendo en cuenta la gravedad de las consecuencias y la reincidencia, en un rango de un mil córdobas a cien millones de córdobas, dependiendo de la capacidad económica y el daño causado. 3) Suspensión parcial, temporal o cancelación de los permisos, autorizaciones, licencias, concesiones y/o cualquier otro derecho para la realización de la actividad. 4) Clausura o cierre definitivo de instalaciones. Un último numeral, el 5 establece que de acuerdo a la gravedad de la infracción se podrán imponer conjuntamente las sanciones establecidas en los numerales 2 y 3. La aplicación gradual de las sanciones es sin perjuicio de las responsabilidades civiles para resarcir al Estado por los daños y perjuicios ocasionados, así como de las penales cuando sean pertinentes. En el caso de delitos contra el medio ambiente y los recursos naturales se estará sujeto a lo dispuesto en la ley de la materia. Entre otros artículos reformados. 


� Aprobada el 04 de junio de 2008; publicada en la GACETA Nº 217 del 13 de noviembre de 2008.


� Publicada en la GACETA Nº 215 del 11de noviembre de 2008.


� Aprobada el 03 de junio de 2009; publicada en la GACETA Nº 133 del 16 de julio de 2009.


� Publicada en la GACETA Nº 141 del 29 de julio de 2009.


� Publicada en la GACETA Nº 133 del 16 de julio de 2009.


� NUEVO DIARIO; 22 DE MAYP DE 2007.


� ÍDEM.


�ÑIQUE ÁLVAREZ, Manuel; Diccionario Ambiental: conjunto de los seres vivos que habitan un biotopo o región de caracteres climáticos y geográficos definidos. 


� IBIDEM: denominación que se le otorga a las estructuras sin vida.


� MACHICADO, Jorge; El Derecho Ecológico;


� LORENZETTI, Ricardo; Teoría del Derecho Ambiental; el Paradigma Ambiental:06 de marzo 2010; blog del proyecto Lemus.


� En los cuatro párrafos se interpolaron las ideas LORENZETTI, Ricardo, afín de sintetizar las mismas.


� REÁTEGUI SÁNCHEZ, James; Consideraciones sobre el Bien Jurídico Tutelado en los Delitos Ambientales; Buenos Aires Argentina: Entrecomillado.





� ÍDEM.


� ÍDEM.


� IBIDEM.


� IBIDEM; MATA y MARTÍN; citados por JAMES REÁTEGUI SÁNCHEZ; entrecomillado.


� DIEZ PICAZO, Luís y GILLON, Antonio; Sistema de Derecho Civil, Volumen I, 2ª Edición; Editorial Tecno; Madrid; 1978; Pág.: 66.


� ÍDEM.


� VERCHER NOGUERA, Antonio ─ Fiscal del Tribunal Supremo─; Evolución jurisprudencial del Delito contra el medio ambiente.


� Tomado del texto de Profesor  Francisco J. MORENO ARADA; curso de Derecho Ambiental; UCA.


� Libro III; Título VII; Capítulo III de la Eficacia.


� Capítulo I: Construcciones prohibidas: ─Art. 363 Construcción en lugares prohibidos, y el Art. 364 Alteración del entorno o paisaje natural─. Luego en el Capítulo II: delitos contra el medio ambiente y los recursos naturales: ─Art. 365 Contaminación del suelo y subsuelo Art. 366 Contaminación de aguas, Art. 367 Contaminación atmosférica, Art. 368 Transporte de materiales y desechos tóxicos, peligrosos o contaminantes, Art. 369 Almacenamiento o manipulación de sustancias tóxicas, peligrosas, explosivas, radioactivas o contaminantes, Art. 370 Circunstancias agravantes especiales, Art. 371 Violación a lo dispuesto por los estudios de impacto ambiental, Art. 372 Incorporación o suministro de información falsa─. En el Capítulo III: Delitos contra los recursos naturales: ─Art. 373 Aprovechamiento ilegal de recursos naturales, Art. 374 Desvío y aprovechamiento ilícito de aguas, Art. 375 Pesca en época de veda, Art. 376 Trasiego de pesca o descarte en alta mar, Art. 377 Pesca sin dispositivos, de conservación, Art. 378 Pesca con explosivo u otra forma destructiva de pesca, Art. 379 Pesca con bandera extranjera no autorizada, Art. 380 Caza de animales en peligro de extinción, Art. 381 Comercialización de fauna y flora, Art. 382 Circunstancia agravante, Art. 383 Incendios forestales, Art. 384 Corte, aprovechamiento y veda forestal, Art. 385 Talas en vertientes y pendientes, Art. 386 Corte, transporte y comercialización ilegal de madera, Art. 387 Corte o poda de árboles en casco urbano, Art. 388 Incumplimiento de Estudio de Impacto Ambiental, Art. 389 Restitución, reparación y compensación de daño ambiental, Art. 390 Introducción de especies invasoras, agentes biológicos o bioquímicos─; y finalmente el Capítulo  IV: maltrato a animales: ─Art. 391 daños físicos o maltrato a animales─.


� La Comisión Centroamericana de Ambiente y Desarrollo ─CCAD─ fue creada dentro del marco de los Acuerdos del Plan de Paz de Esquipulas II, durante la Cumbre Presidencial de Costa del Sol realizada en El Salvador en febrero de 1989. Durante la Cumbre Presidencial realizada en San Isidro Coronado, Costa Rica en diciembre de 1989, se firmó el convenio constitutivo de la CCAD, el cual entró en vigencia el 14 de junio de 1990, luego de ser conocido por las Asambleas Legislativas de Centroamérica. Casi un año después y reunidos en San Salvador, en julio de 1991, los Presidentes Centroamericanos suscribieron el Protocolo al Convenio Constitutivo de la Comisión Centroamericana de Ambiente y Desarrollo para la adhesión de Panamá y Belice. El 12 de octubre de 1994 se celebra la  “Cumbre Ecológica Centroamericana para el Desarrollo Sostenible”, en Managua. Nicaragua, en ella los presidentes, coincidieron en una estrategia integral de desarrollo sostenible en la región. Esta opción se plasmaría en una estrategia nacional y regional, que se denominó la Alianza para el Desarrollo Sostenible ─ALIDES─ como una iniciativa integral centroamericana en lo político, moral, económico, social y ecológico, que se concretó en un Programa de Acciones.





� ÍDEM.


� Se pone de relieve que en Costa Rica existe el Fuero especial Contencioso Administrativo separado del Poder Judicial, tal como en Francia y Colombia.


� MARENA, fue creado por el D-1-90, Decreto que fue derogado por la ley 290. Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales ─MARENA─, sobre la base de la Ley 290 “Ley de Organización, Competencias y Procedimientos del Poder Ejecutivo” se le confieren las  atribuciones arriba señaladas.





� Existen otras instancias del Gobierno central, a quienes la Ley 290 les confiere atribuciones relativas a la biodiversidad, tal es el caso de: Ministerio de Agricultura, Ganadería y Forestal ─MAGFOR─, Instituto Nacional Forestal ─INAFOR─, Ministerio de Salud ─MINSA─, Ministerio de Hacienda y Crédito Público ─MHCP─, Ministerio de Educación, Cultura  ─MED─, Instituto Nicaragüense de Estudios Territoriales ─INETER─, Instituto Nicaragüense de Turismo ─INTUR─, Oficina de Registro de la Propiedad Intelectual del MIFIC, Procuraduría Ambiental, Ministerio de Fomento, Industria y Comercio ─MIFIC─.


� Ley No. 291, Aprobada el 16 Abril 1998; publicada en la GACETA Nº 136 del 22 de julio de 1998.


� LEY Nº 350; aprobada el 18 de julio de 2000.


� LEY Nº 406; publicada en la GACETA Nº 243 y 244 de diciembre de 2001.


� Juez Local para asuntos de menor cuantía o el de Distrito por ser de mayor cuantía.


� Art. 931CC: “Es la disputa legal que sobre algún negocio o acción sostienen el actor y el demandado ante el Juez sobre derechos reales o personales”.


� ROCCO, Alfredo; citado por el Dr. Roberto ORTIZ URBINA; Código Procesal  Civil.


� Código Procesal Civil de Nicaragua.


� Decreto 24-2002  Reglamento de la Ley 411, Ley orgánica de la Contraloría de la Republica; publicado el la GACETA Nº  37 del 22 de febrero de 2002.


� Decreto Nº 133-2000; Reglamento de la ley orgánica del Ministerio Público; Publicado el la GACETA Nº 14 del 19 de enero de 2001.


� CHACÓN PEÑA, Mario; La jurisdicción Ambiental en el Nuevo Código Procesal General; 


� Ley 406, Código Procesal Penal; publicado en la GACETA Nº 243 y 244 de diciembre de 2001; Título Preliminar.


� El Tribunal Supremo español, en sentencia de 20 de septiembre de 1990, «son leyes penales en blanco aquellas cuyo supuesto de hecho debe ser completado por otra norma producida por una fuente jurídica legítima».


� Art. 272CPP: Auto de remisión a juicio “oídas las partes. El juez, si hay merito para ello, en la misma audiencia inicial dictará auto de remisión a juicio, que contendrá: relación del hecho admitido para el juicio, calificación legal hecha por el Ministerio Público, fecha, hora y lugar del juicio, y término en que se cumplirán las diligencias preparatorias del juicio.


� Ley 406; Op-cit.


� Tomado del Código Penal, Ley 641.Op cit.


� COLUMBUS MURAT, Diethell; Autor de textos académicos tales como "Nociones Generales sobre Economía y Derecho Ambiental"; "Ética y Desarrollo"; "El Ambiente como Nuevo Objeto Jurídico"; autor de diversos artículos publicados en diferentes medios académicos; Conferencista sobre temas de Derecho Ambiental; Lima – Perú.


� ÍDEM.


� Citado por COLUMBUS MURAT; Abogado y Profesor  con Especialidad en Ciencias Penales y Doctor en Derecho. 





� RODIGUEZ RAMOS, L.; Alternativas de la Protección penal del medio ambiente; cuadernos de Política Criminal, Pág.: 133ss.


� JAQUENOD DE ZSÖGÖN, Silvia; Derecho Ambiental; Ed. Dykimson. S.L.-Libro.


� LEY 559; publicada en la GACETA Nº 225 del 231 de noviembre de 2005: Tenía  por objetivo tipificar los delitos contra el medio ambiente y los recursos naturales ─ que hasta esa fecha únicamente eran consideradas como Faltas administrativas─, así como, el establecimiento de las penas y responsabilidad civil por daños y perjuicios ocasionados por las personas naturales o jurídicas que resulten con responsabilidad comprobada. Destacándose que ni el Código penal derogado ni el actual Código penal vigente, persiguen penalmente a las personas jurídicas  como sí lo hacía esta ley, según sus artículos 1 y 43.Así mismo en el artículo 2 estableció en concordancia con el Código Penal Procesal, con la Ley orgánica de la Procuraduría General de República y con la Ley Orgánica del Poder Judicial, que la  “Fiscalía General de la República será la autoridad responsable de conocer y tramitar las denuncias respectivas, por la violación a las disposiciones establecidas en la presente Ley. La aplicación de la presente Ley y su Reglamento corresponden al Poder Judicial a través de los Juzgados Locales y Juzgados de Distritos del Crimen y de lo Civil, establecidos en todo el país. La Procuraduría para la Defensa del Ambiente y de los Recursos Naturales, será parte en los procesos ejerciendo la representación y defensa de los intereses del Estado en esta materia”.





� CENTENO QUINTERO, Alexánder; Ley de Delitos ambiental-559; 19-04-08; � HYPERLINK "mailto:alexcenk03@yahoo.es" �alexcenk03[arroba]yahoo.es�.


� Centro Alexander Von Humboldt; 17-02-2010; conferencia de prensa: El Cerro Mokorón es un patrimonio ambiental de Nicaragua que suministra de múltiples servicios ambientales a la población del municipio de Managua entre ellos, cosecha de agua potable, regulador climático, sitio arqueológico, resguardo de especies de fauna y flora de bosque de trópico seco, y además constituye la punta de lanza de la cuenca sur del Lago de Managua, la más importante para el municipio.


� El 19; Edición del 13-03-2010; conferencia de prensa brindada por el Procurador General de la República Dr. Hernán Estrada.


� VERCHER NOGUERA, Antonio ─ Op-cit.


� IDEM: No obstante llegó a suscitarse una cierta polémica entre diferentes sectores de la doctrina a la hora de determinar si se trataba de un supuesto de peligro concreto o abstracto. El Tribunal Supremo tuvo ocasión de definirse al respecto en diferentes ocasiones manifestando que existía un único supuesto de delito de peligro concreto ─ Sentencias de 11 de marzo de 1992, 5 de octubre de 1993 y 26 de septiembre de 1994─.


� ÍDEM.


� La legislación que regula el Sistema de Evaluación Ambiental se inició con la promulgación del Reglamento de Permiso y Evaluación de Impacto Ambiental, Decreto N° 45-94, del 28 de octubre de 1994. Dos años después se aprobó la Ley General del Medio Ambiente y los Recursos Naturales, Ley No. 217 Esta ley, además de incorporar el Decreto 45-94, como uno de los instrumentos de gestión ambiental, creó un nuevo marco con respecto al ambiente, pues con anterioridad sólo existían leyes de carácter sectorial en el que el medio ambiente no podía ser visto de modo orgánico o íntegro.





� En Brasil, encontramos Juzgados Ambientales. El primero de ellos fue el Juzgado Ambiental de CUIABA, creado por el Tribunal del Estado de MATO GROSSO, el 26 de agosto de1996, con competencia civil, penal y fiscal. Periódicamente, el Juzgado navega en un barco por el Río con un fiscal, funcionarios del organismo ambiental. Policías forestales y profesores a través de convenios con Universidades. Las providencias son tomadas de inmediato mediante actuaciones, conciliaciones y apertura de procesos. Este tipo de jurisdicción funciona en Costa Rica, Colombia, Francia.


� PASSOS DE FREITAS, Vladimir; Derecho Ambiental: Especialización de Tribunales: Para que esa efectividad sea una realidad es necesario, además de concienciar los jueces y los agentes de los ministerios públicos de crear Tribunales y Jueces especializados en Derecho Ambiental y Fiscales Ambientales”.
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